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I. EL PROCESO DE AUTOEVALUACIÓN DEL CENTRO


La decisión de someter la Facultad de Derecho de la Universidad de Cádiz a una evaluación de la calidad  ha sido el resultado de un proceso de maduración en el seno del centro.  Ello ha permitido que su necesidad fuera calando en el conjunto de los integrantes de la comunidad universitaria del centro, al tiempo que propiciara la asunción de su oportunidad como elemento que facilitara un mejor conocimiento y proyección hacia el futuro, en lugar de afrontarse como un puro elemento de imposición tácita desde el exterior. En reuniones informativas a los miembros del centro, así como en sesiones sucesivas de la Junta de Facultad a lo largo del curso académico 1999-2000 se fue transmitiendo la importancia, el alcance y los objetivos de los procesos de evaluación. La sesión de la Junta de Facultad del día 20 de marzo de 2000, se adoptó el acuerdo formal de abordar el proceso de evaluación a lo largo del curso académico 2000-2001.


Si bien se trata, en principio, de un centro predeterminado en su ámbito personal, material y de actividad, en la medida en que desarrolla sus tareas en un edificio autónomo y donde se imparte una única titulación (la correspondiente a la licenciatura en Derecho), sin embargo, se estimó oportuno que la evaluación de la calidad abarcara en su conjunto a todas las actividades universitarias y complementarias a la misma que se llevan a cabo en el mismo centro. Ello implicaba, incorporar actividades y servicios conexos, estrechamente implicados en el día a día del centro. En particular, ello ha venido a suponer integrar a dentro de esta evaluación, entre otras, las siguientes actividades. En primer lugar, el Instituto Universitario de Criminología, como sección integrada dentro del Instituto Andaluz, que imparte una titulación propia de la Universidad de Cádiz de forma permanente bien consolidada, al extremo que dispone de sus propios medios personales, materiales y organizativos, si bien insistimos con notables vínculos con la Facultad. En segundo lugar, los seis departamentos universitarios que integran las disciplinas correspondientes a las áreas de conocimiento jurídicas; si bien en la totalidad de los casos se trata de departamentos con responsabilidad de actividad docente que en variados centros y campus de la Universidad de Cádiz, tienen un fuerte enraizamiento en la nuestra Facultad, desde el instante en que los servicios administrativos de tales departamentos se encuentran ubicados en los locales de la Facultad, sus directores desarrollan su actividad profesional prevalentemente en la licenciatura en Derecho y, en definitiva, mantienen una conexión más inmediata con nuestra Facultad que la que pueda producirse a distancia con otros centros. En tercer lugar, la singular ubicación de la Facultad, da lugar a la presencia de servicios gestionados por el Rectorado, a modo de destacamentos para el campus de Jerez, cuya actividad desborda como destinatarios y beneficiarios a los miembros de la Facultad, pero que de igual forma, al situarse dentro de nuestros locales, determinan vínculos directos con la misma; a título de ejemplo, la Biblioteca del campus de Jerez, el servicio de deportes y actividades culturales, el servicio de orientación para el empleo, el servicio de preinscripción a la formalización de la matrícula a comienzos de cada año, etc.


Esta circunstancia determinó la opción por constituir un comité interno lo más amplio posible, a los efectos de poder integrar un mayor número de perspectivas, a la vista de la amplitud que iba a recibir la evaluación; eso sí, procurando que el número no fuera excesivo, con la vista puesta en garantizar la agilidad y efectividad de las sesiones de trabajo a celebrar. Al mismo tiempo que se deseaba un reparto equilibrado de los tres grupos básicos implicados en la actividad del centro –profesorado, alumnado y personal de administración y servicios--, se buscaba también una distribución plural por razón de su proveniencia: profesorado de las diversos niveles de la carrera universitaria, alumnado de los diversos ciclos de la docencia universitaria y personal de los diversos servicios. El mayor número de miembros también se compensó con una mayor actividad por parte de los subcomités que se constituyeron –docencia, investigación y gestión--, actuando el pleno más que otra cosa como instancia de coordinación.


A tenor de todo lo anterior, en la sesión de la Junta de Facultad de día 16 de noviembre de 2000 se procedió a aprobar la propuesta de miembros que habían de integrar el Comité interno de evaluación, que quedó conformado de la siguiente forma:

Jesús Cruz Villalón, Decano, Presidente de la Comisión

Paz Mercedes de la Cuesta Aguado, Vicedecana, Presidente Suplente

José Ignacio Morillo-Velarde Pérez, Catedrático de Derecho Administrativo

Rocío Domínguez Bartolomé, Profesor Titular de Derecho Eclesiástico del Estado

Luis R. Ruiz Rodríguez, Director del Instituto Andaluz de Criminología (sección UCA)

Ana María Rodríguez Tirado, Profesora Asociada de Derecho Procesal

Mercedes Puerto Hernández, auxilar Departamentos

María del Carmen Troya Lineros, Jefa de la Secretaría de la Facultad

Rosa María Toribio Ruiz, Jefa de la Biblioteca del Campus de Jerez

Manuel Urbano Valero, Conserje Mayor de la Facultad

Julio Gago Rodríguez, alumno de licenciatura

María Angeles Heredia Vela, alumna de licenciatura (suplente)

Ricardo Carrillo Marfil, alumno de licenciatura 

Virginia Muños Tamayo, alumna de licenciatura (suplente)

Otoniel Hidalgo García, alumno de doctorado

Elmer Ortiz Arce, alumno de doctorado (suplente)


La actividad del Comité arrancó con una sesión informativa el día 1 de diciembre, organizada por la Unidad para la Calidad de la Universidad de Cádiz, conjunta con el resto de los comités de los centros de nuestra Universidad involucrados en tales evaluaciones durante el presente curso académico. Lo anterior fue complementado por la presencia del director de la unidad para la calidad, D. Gregorio Rodríguez Gómez, en una de las primeras sesiones de trabajo del Comité Interno de Derecho, donde se pudieron analizar las peculiaridades de nuestra evaluación. 

La labor desplegada por el Comité Interno puede resumirse en los siguientes términos. Se comenzó por celebrar una sesión plenaria, a los efectos de identificar los diversos elementos a evaluar, diseccionándolos en tres grupos a los efectos de poder repartir la tarea de una forma más efectiva. Como resultado de ello se constituyeron los ya mencionados tres subcomités: docencia, investigación y gestión. Los mismo se integraron, bajo el criterio de la presencia siempre de los tres grupos básicos integrantes de la comunidad del centro: profesores, alumnos, personal y servicio.  

Al mismo tiempo se acordó destinar un tablón de anuncios específico, así como una urna de sugerencias en zona lo más concurrida del paso de alumnos. Su objetivo básico era el de dar publicidad efectiva al conjunto de la Facultad de que nos encontrábamos en un proceso de evaluación, informar acerca de su alcance, así como dar oportunidad a la participación individualizada de todos. En la práctica, el citado vehículo de transmisión de información y de recepción de propuestas sirvió sobre todo para dar a conocer la existencia del Comité Interno y ser el habitual instrumento de elevación de quejas de variado tipo por parte del alumnado. 

A partir de este punto de arranque, los Subcomités comenzaron a desarrollar una labor a lo largo de todo el segundo trimestre del curso académico de acopio de información, al tiempo que servía de desarrollo de un debate singularizado entre los miembros de cada uno de ellos.

Paralelamente, se llevaron a cabo las encuestas, que tuvieron una doble naturaleza: unas, exclusivamente entre el alumnado del centro, de evaluación de la actividad docente del profesorado; otras, las más directamente vinculadas con esta actividad investigadora, la dirigida a todos los miembros del centro respecto de los diversos aspectos implicados en este proceso.

Concluida esta fase, se procedió a organizar las audiencias personales con los diversos grupos relacionados con la Facultad de Derecho. Estas entrevistas personales se realizaron en los últimos días del mes de mayo y primeros de junio. En total se efectuaron nueve audiencias, con los siguientes interlocutores: directores de departamentos, responsables de áreas, responsables de grupos de investigación, profesores del centro, alumnos de primer y segundo ciclo, alumnos de tercer ciclo, personal de administración y servicios, profesionales egresados de nuestra Facultad y miembros del equipo decanal. Por su flexibilidad y agilidad se trató de un instrumento muy eficaz para pulsar distintas opiniones y percepciones del devenir de nuestro centro.

A partir de ahí, se llevó a cabo un pequeño intercambio de pareceres en el pleno del Comité acerca del resultado de tales entrevistas y a programar la redacción material del contenido de este Informe interno. A tal efecto, cada subcomité afrontó la elaboración de un primer borrador, después perfeccionado por el conjunto.

El borrador de informe del Comité Interno se concluyó a principios de septiembre de 2001, difundiéndose entre todos los miembros de la comunidad universitaria del centro, depositando ejemplares en lugares clave de fácil acceso a todos: decanato de la Facultad, secretaria del centro, sala de profesores y delegación de alumnos; y, sobre todo, se enganchó a la página web de la Facultad su texto íntegro, permitiendo su lectura pública por cuantos estuvieran interesados en la misma. Ello vino acompañado por la apertura de un período de alegaciones, que se prolongo por el resto del mes de septiembre, concluyéndose por aprobar el texto definitivo del informe a autoevaluación a finales del citado mes. A pesar de que no estuviera previsto en la tramitación del proceso, se consideró oportuno elevar el texto del informe de autoevaluación a la Junta de Facultad. La misma, en su sesión de finales de septiembre, acordó formalmente ratificar y asumir como suyo el informe del Comité Interno. Este informe fue remitido a la unidad de calidad de la Universidad de Cádiz y por su mediación a los miembros designados para formar parte del Comité Externo de Evaluación.

El Comité Externo estuvo finalmente compuesto por los siguientes miembros: 

Presidente: Pedro de Pablo Contreras, Catedrático de Derecho Civil de la Universidad de la Rioja.

Profesional: José Luis Muñoz Carballido, Abogado en ejercicio del Ilustre Colegio de Cádiz y egresado de la Facultad de Jerez de la Frontera.

Metodólogo: Javier Monforte Serrano, Responsable de la Unidad Técnica de la Universidad de la Rioja.

La visita de evaluación externa a la Facultad de Derecho de Jerez se planificó en contacto con la Unidad de Calidad de la Universidad de Cádiz y con el Decano de la Facultad, y se desarrolló los días 26 al 28 de noviembre de 2001, de acuerdo con el siguiente calendario y horario:

	Día
	Horario
	Actividad

	
	10 h. 30 – 11 h. 00

11 h. 00 –12 h. 30
	Reunión preparatoria CEE

Reunión con el CEI.

	
	12h.30 – 13 h. 30
	Reunión con el Equipo Directivo responsable de la titulación.

	26
	13 h. 30 – 14 h. 30

14 h. 30
	Reunión con Directores de Departamentos.

Comida.

	
	17 h. 00 – 18 h. 30
	Reunión con el profesorado.

	
	18 h. 45 – 20 h. 00
	Visita a las instalaciones.

	
	20 h. 00
	Reunión interna del CEE.

	
	10 h. 00 – 11 h. 15
	Reunión con el PAS.

	
	11 h. 30 – 12 h. 30

12 h. 30 – 13 h. 30

13 h. 30 – 14 h. 30
	Reunión alumnos  primer ciclo.

Reunión alumnos segundo ciclo.

Reunión alumnos tercer ciclo (doctorado)

	27
	14 h. 30
	Comida.

	
	17 h. 00 – 18 h. 30
	Reunión con graduados.

	
	19 h. 00
	Reunión interna del CEE.

	
	10 h. 00 – 12 h. 00
	Audiencia pública

	28
	12 h. 00 - 13 h. 45

14 h. 00

14 h. 30
	Reunión interna del CEE (preparación informe y distribución tareas).

Informe preliminar oral al CEI

Comida con el CEI y despedida del CEE.


A tenor de su actuación, se nos ha remitido el texto del informe de evaluación externa a principios del mes de enero de 2002. Ha de dejarse constancia expresa de la circunstancia de que la labor efectuada por el Comité externo ha estado presidida por una gran seriedad, rigurosidad y profesionalidad, de modo que sus valoraciones han sido tomadas en consideración muy positivamente por parte del Comité interno, de modo que este acordó proceder a incorporar muchas de sus propuestas en su informe definitivo; particularmente teniendo en cuenta que el contenido del informe de evaluación externa sintoniza con la filosofía general de la valoración efectuada por parte del informe de autoevaluación, coincidiendo en sus líneas generales en la identificación de puntos fuertes, puntos débiles, así como propuestas de mejora.

A partir de la recepción del informe de evaluación externa, se retomaron las tareas de trabajo por parte del Comité Interno, ya en su recta final. Se celebró una primera reunión de debate conjunto acerca del contenido y alcance del informe de evaluación externa, que se llevó a cabo el pasado 31 de enero. A partir d ahí, se acordó que cada subcomité presentara un informe de su parte en lo que debería constituir el texto del informe definitivo. El mismo se integró en un texto unitario, siendo debatido en reuniones sucesivas y aprobado finalmente en la reunión celebrada el día 25 de febrero de 2002.

Como elemento de valoración general del proceso llevado a cabo por este Comité Interno debería hacerse hincapié en dos elementos, uno como punto fuerte del proceso, el otro como punto débil del mismo. El primero de ellos, relativo al hecho de que los propios interesados quedan directamente involucrados en los resultados de la evaluación, lo que sirve para una más inmediata percepción de cómo actuamos todos y con qué medios lo hacemos. El segundo de ellos, que el proceso adolece de un notable grado de amateurismo, al no ser profesionales de la evaluación los miembros del comité interno. Desde este último punto de vista, no se comparte esta fórmula diferenciada respecto de lo que suelen ser los procesos de auditorias en otros ámbitos; estimamos que el proceso de autoevaluación desemboca en resultados excesivamente voluntaristas y carentes de profesionalidad, al tiempo que distraen a sus miembros de lo que han de constituir sus obligaciones centrales en el ámbito del estudio, la docencia o la gestión universitaria. 


II. MARCO GENERAL Y CARACTERIZACIÓN DE LA FACULTAD DE DERECHO

La Facultad de Derecho de la Universidad de Cádiz pertenece a la hornada de Facultades creadas a lo largo de la década de los años setenta en ciudades de tamaño medio donde hasta esas fechas no existía tradición alguna de vida universitaria, pero para las cuales la presencia de centros universitarios constituía un importante signo de prestigio social y una institución que, a juicio de sus promotores, podía coadyuvar intensamente al desarrollo económico y cultural en el que se iba a desenvolver. Responde a un instante de implantación de titulaciones en el ámbito de las disciplinas sociales que coincide con el fuerte crecimiento del número de estudiantes universitarios en todo el territorio español, resultado de un lado del desarrollo económico que se había producido en la década precedente y de otro lado con el notable incremento demográfico de la generación que en esas fechas tiene voluntad de acceder a los estudios universitarios. En todo caso, al ser en cierto modo producto de ese contexto se va conformando como centro universitario en un medio de una elevada masificación estudiantil, si bien la misma no llegó a alcanzar los niveles de desproporción tan elevados que llegaron a producirse en otras Universidades andaluzas. 

El nivel de masificación del alumnado durante ese período, que discurre desde sus inicios hasta finales de los años noventa, fue elevado, con los efectos bien conocidos en la forma de impartir la docencia y la necesidad de acudir a profesorado en formación para asumir responsabilidades de la enseñanza universitaria. La Facultad de Derecho llegó a superar los 2.000 alumnos en su conjunto durante un período prolongado. Ello se afrontó con la organización de tan sólo dos grupos de clases teóricas por curso académico, por cuanto que las disponibilidad de aulas y de profesorado no permitían otra alternativa. La situación en lo que refiere al número de alumnos de nuevo ingreso se ha visto alterada sustancialmente en los tres últimos cursos académicos, en proporciones similares, cuando no más intensas, a lo que ha constituido la media de las Facultades de Derecho en nuestro país. Desde entonces la cifra de quienes solicitan su matriculación en la Facultad de Derecho como alumnos de nuevo ingreso no supera el tope máximo aprobado oficialmente –250 alumnos para el primer curso de la licenciatura, a razón de 125 por grupo de enseñanza teórica--, viéndose reducido sustancialmente en los dos últimos cursos académicos, si bien en el presente curso 2001-2002 se advierte una corrección en la línea de tendencia, pues no sólo se ha detenido el sucesivo descenso del número de alumnos de nuevo ingreso, sino que incluso se ha producido un leve pero muy significativo incremento. La evolución reciente se puede resumir conforme a la siguiente tabla.

	       
	  94/95
	   5/96
	96/97
	97/98
	 98/99
	 99/00
	00/01
	01/02

	Alumnos matriculados
	   1899  
	   1878
	  1848
	  1715
	   1558
	   1376
	1106
	924

	Alumnos trasladados
	      85
	    114
	    110
	    102
	    126
	    134
	  150
	141

	Alumnos nuevos
	
	
	    298
	    272
	    267
	    186
	  143
	149


En esta evolución parece que han incidido dos factores básicos: uno, el cambio demográfico generacional que ha comenzado a percibirse ya en la población estudiantil que viene accediendo a los estudios universitarios en general. Otro, las menores preferencias de estas nuevas generaciones en sus orientaciones profesionales hacia los estudios de Licenciado en Derecho, bien por otorgar preferencia a las titulaciones de ciclo corto, bien por dirigirse hacia campos del conocimiento más vinculados con las titulaciones técnicas o científicas. En todo caso, en nuestra Facultad específicamente podría estar influyendo alguna que otra circunstancia, difícil de ponderar y respecto de la cual quienes han elaborado  el presente informe no tienen datos objetivos de contraste suficiente. Nos referimos en concreto al desplazamiento hacia otras Facultades de Derecho próximas geográficamente, a la que podrían estar afluyendo alumnos de Derecho, que inicialmente han efectuado sus estudios secundarios, previos a la Universidad, en el entorno habitual de proveniencia de los alumnos de nuestra Facultad. Tal circunstancia, que merecería un estudio más en profundidad, se intuye que no deriva tanto de una diferencia de calidad de la docencia ofrecida por nuestra Facultad ni por la valoración social de la misma, cuanto de la desaparición en esos otros centros del rechazo de alumnos por superación de sus topes máximos de admisión, unidos a una superior capacidad económica de algunas familias, que les permiten el desplazamiento hacia ciudades de mayor tradición universitaria y donde existe un ambiente de estudio, así como de oferta cultural y de ocio en el medio urbano general más atractivos para el alumnado universitario. En algunas ocasiones se ha indicado también, aunque sin los debidos elementos de contraste objetivos, que la diversidad de Planes de Estudio también ha podido repercutir en este fenómeno, particularmente en relación con aquellos centros que en los últimos años han venido impartiendo la licenciatura en Derecho sin adaptar sus planes al modelo establecido a partir de la Ley de Reforma Universitaria de 1983. Es significativo al respecto que tres de las Facultades en las que se aprecia mayor éxodo de alumnos de nuestra Facultad mantengan o hayan mantenido hasta hace bien poco tiempo los denominados planes antiguos: Universidad Nacional de Educación a Distancia, Universidad de Sevilla y Universidad de Granada.

Sean cuales fueren las causas determinantes de este nuevo contexto, cada vez más ajeno a los fenómenos de la masificación universitaria dominantes desde mediados de la década de los años setenta, lo cierto es que ello comporta una transformación sensible de aspectos muy variados de la vida universitaria en general y de las Facultades de Derecho en particular. A estos efectos, puede afirmarse que entre los integrantes de nuestro centro, tanto profesores y alumnos, como personal de administración y servicios, existe una clara percepción de la nueva realidad, en algunos casos una razonable preocupación por los efectos que ello pueda provocar. Posiblemente, la preocupación se advierta más intensa entre los profesores en formación, que por razón de su juventud apenas acaban de comenzar su carrera académica y contemplan el panorama con elevada intranquilidad, por lo que pudiera suponer de bloqueo de sus aspiraciones profesionales, al margen de cual sea su dedicación y esfuerzo personal. En torno a esta cuestión han girado, expresa o implícitamente, muchas de las reflexiones y debates que se han mantenido al hilo del desarrollo del presente proceso de evaluación de la calidad del centro.

Otra de las señas de identidad de nuestro centro, ésta común al resto de la Universidad de Cádiz, es el de desenvolverse dentro de una provincia de señaladas carencias en lo económico, en lo social y en lo cultural, siendo desde hace ya bastante tiempo una de las provincias, andaluza y española, con más alta tasa de desempleo y, por tanto, notablemente deprimida en su conjunto y en un medio urbano igualmente complejo desde esta perspectiva. En lo que afecta a la vertiente docente y particularmente universitaria, ello repercute en que tenga una tasa de escolarización de las más reducidas y con elevadas dificultades familiares para que sus hijos puedan acceder a los estudios universitarios. Uno de los exponente de tal situación, aunque no el único ni siquiera el más determinante, es que el número de estudiantes becados en nuestra Facultad sea sensiblemente superior a lo que constituye la media.

De igual forma, es bien conocida la complejidad que comporta para la Universidad de Cádiz la estructura social y económica de la provincia, disgregada en varias conurbaciones de alta densidad de población pero relativamente distantes entre sí, lo que se ve agravado por las notables deficiencias de los medios de comunicación y de transportes. Ello se exterioriza en el dato más visual de la presencia de cuatro campus en el seno de nuestra Universidad: Algeciras, Cádiz, Jerez de la Frontera y Puerto Real. En el caso concreto de la Facultad de Derecho esta situación se manifiesta con singular intensidad por los siguientes hechos. 

Ante todo, por lo reducido del número de centros universitarios existentes en esta ciudad: pertenecientes directamente a la Universidad de Cádiz, aparte de nuestra Facultad, se encuentra tan sólo la Escuela Universitaria de Estudios Empresariales, donde se imparte la Diplomatura en Estudios Empresariales y la Diplomatura en Gestión y Administración Pública; junto a ello, existe una Escuela adscrita, donde se imparten tres Diplomaturas Universitarias: Relaciones Laborales, Turismo y Trabajo Social. Por tanto, el entramado de población universitaria es notablemente escaso. Dejando a salvo, la implantación hace seis años de la Diplomatura en Gestión y Administración Pública, integrada en la ya citada Escuela Universitaria, la situación se ha visto inalterada desde la creación de la licenciatura en Derecho. 

En ese contexto la Facultad de Derecho desde tiempo atrás avanzó su propuesta de ofertar en su seno los estudios de Ciencias Políticas y de la Administración, a la vista de la proximidad científica con las materias impartidas, así como la inexistencia en Andalucía occidental de tal titulación; en el mapa andaluz de titulaciones tan sólo se imparte en la Universidad de Granada y se hace con un sesgo diferente al propuesto en diversas ocasiones por la Universidad de Cádiz: más enfocado a proporcionar profesionales con formación superior para ocupar los puestos de gestión clave de las distintas Administraciones Públicas. En todo caso, se trata de un proyecto que hasta el presente no ha llegado a materializarse, a pesar del entusiasmo puesto en diversas ocasiones por los miembros de la Facultad. La formulación de la propuesta por parte de la Junta de Gobierno y del propio Consejo Social data de antiguo, si bien en una primera etapa no pudo llegar a materializarse a la vista de la masificación que impedía disponer de medios materiales y personales suficientes como para ser abordada. Tal proyecto fue retomado en el curso académico 1998-1999, llegándose a aprobar una fórmula pragmática por parte del Centro, consistente en ofertar una docencia exclusivamente de segundo ciclo, sobre la base de convertir el primer ciclo de Derecho así como la Diplomatura en Gestión y Administración Pública impartido en la ciudad en el canal de acceso a este segundo ciclo con la incorporación de las correspondientes complementos de formación (asignaturas pasarelas) como asignaturas optativas de esos primeros ciclos. Se ha llegado a elaborar en todos sus elementos el correspondiente plan de estudios, que ha sido aprobado por la Junta de Gobierno de la Universidad de Cádiz. De igual forma en 1999 se incorporaron al Plan de Estudios de Licenciado en Derecho las asignaturas pasarelas como optativas, de modo que el alumno pueda acceder al segundo ciclo con los complementos de formación superados. Asimismo, como expresión de la apuesta de la Facultad por este proyecto, el centro se incorporó hace dos años y es miembro de pleno derecho de la Asociación Española de Ciencia Política. No obstante, este nuevo impulso quedó bloqueado al coincidir desgraciadamente con una paralización completa, a lo largo de los tres últimos cursos académicos de la aprobación de nuevas titulaciones por la Consejería de Educación para todas las Universidades Andaluzas; por tanto, se trata de un proyecto que puede afirmarse se encuentra en una situación de stanby, aunque desde la Facultad y la Universidad de Cádiz se mantienen la expectativas de que esta constituya un canal importante de potenciación de la especialización del campus de Jerez en el ámbito de las ciencias sociales.
En ese mismo esquema de ampliación de la oferta de estudios al alumnado, apenas acaba de comenzar un nuevo proyecto, que en estos momentos se encuentra en fase de estudio. Nos referimos a la idea, ya materializada en otras Universidades, de organizar la docencia y el plan de estudios en orden a proporcionar a cierto tipo de estudiantes una doble titulación en Derecho y Empresariales. A pesar del resultado valorado en líneas generales como positivo de este nuevo modelo de dobles titulaciones, particularmente por lo que refiere a las materias aquí referidas, la propuesta no está exenta de complejidad, acentuada una vez más en el seno de la Universidad de Cádiz. En efecto, la dispersión de los campus de la Universidad gaditana vuelve a incidir sobre la materia, desde el instante en que la fórmula ideal –doble titulación de licenciado--, proyecta la dificultad de la diversa ubicación de los dos Centros de referencia básico, sin desmerecer de la importancia de un tercero: la licenciatura en Derecho impartida actualmente en el seno de la Facultad de Derecho con sede en Jerez de la Frontera y la licenciatura en Administración y Dirección de Empresa impartida actualmente en el seno de la Facultad de Ciencias Económicas y Empresariales con sede en Cádiz.

Por lo demás, la situación es más compleja a la derivada exclusivamente de la presencia de un escaso número de titulaciones impartidas en el campus de Jerez, al extremo que pueden percibirse ciertos síntomas de aislamiento universitario del centro respecto del resto de la Universidad de Cadiz. En efecto, a lo anterior se añade la circunstancia de que la ubicación física de cada uno de estos centros se encuentra lo suficientemente distantes entre sí dentro de lo que es la conformación urbana de la ciudad, como para determinar una escasa conexión estudiantil y académica en general de la reducida población universitaria existente. En particular, la Facultad de Derecho está situada en un barrio periférico de la ciudad, de difícil comunicación no sólo con el resto de los campus, sino incluso también con los mismos centros universitarios de la ciudad de Jerez de la Frontera, circunstancia que determina un significativo aislamiento físico. Ello provoca, por ejemplo, que nuestros estudiantes de Derecho, en las más de las ocasiones, mantengan un contacto exclusivamente con nuestro centro y sea muy marginal la relación con el resto de los servicios y actividades de la Universidad de Cádiz. Por indicar una de las consecuencias más inmediata, aparte de la genérica que comporta lo que denominaríamos la conformación de un ambiente de vida universitaria: a nuestros alumnos es difícil poder proporcionarle una oferta suficientemente completa de asignatura de libre elección, más allá de que conformen su curriculo con el conjunto de asignaturas optativas presentes en nuestro Plan de estudios.

Esa ubicación aislada en un barrio periférico de la ciudad tiene igualmente sus efectos en la vertiente de integración e interconexión de la Facultad con la sociedad y, en concreto, con la actividad profesional vinculada con el mundo del Derecho. De un lado, se da la circunstancia de que la Facultad, a diferencia de lo que suele ser habitual, no está situada en la capital de la provincia, lugar este último donde suelen desempeñar su actividad profesional un número superior de profesionales del Derecho, en la medida en que los mismos se desenvuelven en torno al conjunto de las Administraciones Públicas y la Administración de Justicia. De otro lado, y más aún, incluso la relativa distancia del edificio de la Facultad respecto de lo que constituye el centro urbano de la ciudad de Jerez dificulta también esa necesaria presencia social de nuestra Facultad en su medio natural. 

Otro elemento de singularidad, derivado también de la estructura provincial, es la procedencia del alumnado del centro. Nuestra Facultad surge con vocación de proporcionar su oferta docente a lo que constituye el ámbito originario de su distrito universitario, es decir, el conjunto del territorio gaditano y no exclusivamente la población que gira en torno a la ciudad de Jerez. De hecho es así, en términos tales que puede decirse que nuestra población estudiantil tiene una muy diversa procedencia: la comarca de Jerez, el conjunto de la Bahía de Cádiz, así como la zona de la sierra gaditana. La afluencia de estudiantes, por lo demás es mucho menor respecto de la población asentada en el campo de Gibraltar, tanto por la superior distancia respecto de nuestro Centro como por razones de comunicación llegan a situar como más cercana a la Facultad de Derecho de Málaga como por la impartición desde hace cuatro años de la licenciatura de Derecho en un Centro adscrito situado en la ciudad de Algeciras. En todo caso, más relevante resulta el hecho de que el relativamente amplio origen geográfico de nuestros estudiantes en la mayoría de las ocasiones se produce sin desplazamiento de su residencia, de modo que vienen a permanecer en el domicilio familiar; por ello, habitando a cierta distancia respecto de la ubicación del centro docente. Sólo a título de ejemplo, ello provoca una enorme dificultad en la organización de actividades académicas universitarias extracurriculares; así, la organización de conferencias, con la presencia de profesores de prestigio, suele presentar resultados de escasez de audiencia por parte del alumnado, circunstancia, eso sí, que se viene presentando de forma generalizada en otros Centros y en la que también influyen las presiones de estudio de los nuevos contenidos en los planes de estudio de Derecho.


Como compensación y matización a las consideraciones precedentes, también ha de indicarse que la consolidación de la Facultad desde la perspectiva estudiantil se manifiesta también en una consolidación de grupos organizados en su seno, que permite una mejor articulación de este tejido social. Es positivo señalar la presencia de dos asociaciones de estudiantes, con actividad significativa en el centro y que pervive en el tiempo, a pesar de la sucesión de alumnos que se produce con el paso de los años. Con fuerte tradición ya en nuestra Facultad, como la más antigua, la Asociación Concepción Arenal, dedicada preferentemente a iniciativas en el ámbito del Derecho Penal. Más reciente, pero con vitalidad, el Foro Joven Andaluz, singularmente enfocado por los aspectos relacionados con la integración europea. Cada una de estas Asociaciones, cuando menos, organiza unas Jornadas por curso académico, con importante respuesta por parte de los alumnos. Asimismo podrían mencionarse otros grupos con presencia sensible en el centro: el grupo de teatro de alumnos de la Facultad, la tuna de la Facultad, comité organizador del viaje fin de carrera, grupo organizador del acto de graduación de los alumnos egresados cada curso académico, etc.


Otro dato sobre el que conviene llamar la atención, sobre todo en el aspecto investigador, es que la Facultad de Derecho viene a constituir en nuestra Universidad el núcleo aglutinador del profesorado perteneciente a las diversas especialidades jurídicas, por tanto, incluyendo a aquel personal que se responsabiliza de la docencia de carácter jurídico en otros centros de la Universidad de Cádiz. La presencia de los Departamentos en nuestra sede, la especialización de nuestra Biblioteca, la centralidad de la investigación jurídica en nuestra Facultad, los lazos profesionales y personales establecidos entre ellos, hace que todo este profesorado haga uso asiduo de los espacios y servicios de nuestro Centro. De este modo, las necesidades materiales, de espacio y de recursos de nuestra Facultad, de hecho son muy superiores a los formal u oficialmente concebidos. Se trata de un hecho diferencial no habitualmente tomado en consideración, pero que tiene una importante repercusión sobre las necesidades económicas de nuestra Facultad.


En concreto, el origen de nuestra Facultad se remonta a la creación de un Colegio Universitario, en el seno de la Universidad de Sevilla y auspiciado por la entonces Caja de Ahorros de Jerez de la Frontera, que desde los inicios de la década de los años setenta vino impartiendo los tres primeros años de la licenciatura, impartiendo la docencia profesorado de la Facultad de Sevilla que se desplazaba ex profeso para asumir la citada docencia y ubicado en la calle Por-vera, actual sede de la Escuela Universitaria de Estudios Empresariales. A finales de esa década, coetáneamente a la creación de la Universidad de Cádiz, se crea la Facultad de Derecho. Así, la Universidad de Cádiz, se crea por medio de la  Ley 29/1979, de 30 de octubre (BOE 31 de octubre), a través de la cual se crea también en su seno la Facultad de Derecho, que expresamente se sitúa en la ciudad de Jerez de la Frontera.

En estos términos, desde la perspectiva académica el Centro nace con una muy estrecha vinculación con la Facultad de Derecho de Sevilla, si bien la progresiva consolidación y afianzamiento le van otorgando entidad propia, de modo que a más de veinte años vista desde su creación puede afirmarse que se trata de una Facultad que ha ido adquiriendo sus propias señas de identidad y cuajado como centro autónomo desde el punto de vista material, más allá de la formalización jurídica como tal. La inicial vinculación a la Facultad de Sevilla tuvo la gran virtud de proporcionar desde sus inicios la presencia de un profesorado de nivel superior, con su formación básica académica ya establecida. Ello determinó que, desde la creación de la Facultad la misma contara con un catedrático por cada una de las áreas de conocimiento y un número escaso pero sensible de profesores titulares. Ello no sólo ha tenido impacto desde sus inicios en la calidad de la docencia impartida, sino también en la circunstancia de que ha servido de importantísimo vehículo de formación académica, tanto en el terreno docente como de la investigación, de un profesorado de primera generación autóctono de la propia Facultad. En definitiva, posibilitaron un notable nivel de ocupación de las plazas de catedráticos y profesores titulares con favorables repercusiones en el nivel de la calidad docente e investigadora de la Facultad, así como de formación  de discípulos que son hoy parte importante del conjunto de nuestro profesorado e incluso del profesorado de otras Universidades. 

Como elemento de inestabilidad, en una primera fase ello también produjo una elevada movilidad del profesorado de los niveles superiores, pues, paralelo al crecimiento de la plantilla de otras Facultades de Derecho más grandes y de superior tradición, determinó como primer destino de profesores de los cuerpos docentes universitarios a la espera de regresar a la suya de origen, o bien como posibilidad de acercamiento de profesores que, en años anteriores, habían obtenido plaza en aquellos cuerpos y veían así una posibilidad de aproximarse a  la Facultad hispalense. Este fenómeno sumió a nuestra Facultad en un período de provisionalidad, determinó un escaso nivel  de implicación de muchos profesores y generó una actitud de recelo y desconfianza por parte del resto de los centros de la Universidad de Cádiz, unido al aislamiento físico, ha sido una de las constantes de la vida de la Facultad de Derecho, si bien, en los últimos años parece que esta situación tiende a superarse. 

Como decimos, esta situación se ha ido superando paulatinamente. A lo largo de la década de los años noventa, el nivel de asentamiento del profesorado funcionario ha ido aumentando, los traslados a otras Universidades se han ido espaciando y han ido accediendo a niveles funcionariales, profesores formados en nuestra Facultad. Este hecho proporciona  estabilidad, permite un mayor nivel de implicación, si bien no sea aún satisfactorio.

Desde otra perspectiva, conviene tener en cuenta la carga que supone para un profesorado de cuantía reducida la asunción de responsabilidades administrativas y de gestión unidas a determinados cargos académicos. La pluralidad de órganos dentro de la estructura administrativa universitaria (Áreas de conocimiento, Departamentos, Institutos Universitarios, Dirección académica de escuelas adscritas, Decanato, Rectorado, etc.) exige al profesorado y personal investigador destinar no pocas horas de su tiempo a labores que exceden de las específicas de su puesto de trabajo como profesores. En titulaciones en las que el profesorado no es abundante, no resulta exagerado afirmar que a muchos de los que integran la plantilla les corresponde asumir algún cargo u ocupación que conlleva una dedicación nada despreciable en número de horas a labores de gestión o administración universitaria, con el inconveniente añadido de que no se cuenta con personal administrativo de apoyo y de que esas horas no son valoradas en evaluaciones de la actividad profesional del docente universitario. Así, para el caso de nuestra Facultad, de un total de 34 profesores funcionarios, son en torno a 20 los que tienen asignado algún cargo académico con nombramiento personal, y otros siete llevan a cabo tareas de coordinación interna de sus respectivas áreas de conocimiento; todo ello, sin tomar en consideración otra serie de responsabilidades de gestión académicas asumidas voluntariamente por cierto profesorado del centro: coordinador Sócrates y Séneca, coordinador del aula de mayores, representante en la comisión de doctorado, miembros de las comisiones de perfeccionamiento de la docencia, de protección civil, de homologación de títulos extranjeros, de concesión de premios extraordinarios, de gestión del tercer ciclo de doctorado y un largo etcétera. Ello produce en ocasiones notables dificultades a los efectos de comprometer a un profesor para que asuma determinadas responsabilidades de gestión. A título de ejemplo, la designación del coordinador en la Facultad del programa Sócrates, a los efectos de que auxilie al Decanato en las labores correspondientes, acaba recayendo en el profesor o becario más joven del centro, cuando por razones de la complejidad que comporta debería recaer sobre un profesor más experimentado y conocedor en profundidad de los objetivos de nuestra licenciatura y plan de estudios. 

A partir de su creación la Facultad se asienta en el edificio actual, situado en la Avenida León de Carranza, haciendo linde con la carretera nacional IV, que a su vez es vía de circunvalación externa de la ciudad. Durante el primer período, que viene a coincidir con la década de los años ochenta, comparte el edificio con un Centro Universitario de Magisterio, pero que al desaparecer este último la Facultad procede a ocupar todo el edificio. Posteriormente, las instalaciones originarias vinieron a resultar insuficientes, por lo que se proyectó una ampliación del edificio, de la cual sólo se llegó a construir una primera fase, inaugurada en el año 1993, y que supuso una importante extensión del espacio y de los servicios disponibles. En los últimos años se han venido efectuando obras de adaptación que, con un coste de inversión reducido, han logrado habilitar un número considerable de metros cuadrados hasta entonces ociosos e inutilizados. En concreto, ello ha permitido recuperar toda la planta baja del edificio circular inferior, así como el ala lateral sur del edificio semicircular. Como resultado de ello, se ha proporcionado a un elevado número de profesores despachos individuales y que, en todo caso, se amplíen los espacios de despachos de trabajo; la creación de una sala de investigadores y una mejor ubicación para el aula de doctorado; la ampliación del aula de informática; el cambio de ubicación de la Conserjería; el desplazamiento a lugar más inmediato del servicio de deportes y actividades culturales; la habilitación de una nueva sala de profesores; la habilitación de nuevos espacios para la delegación de alumnos, la asociación Concepción Arenal y el servicio de orientación al empleo, etc.

En lo que refiere a las prestaciones informáticas, la práctica totalidad de los profesores y personal de administración dispone de ordenadores personales con capacidad suficiente para sus necesidades docentes, de investigación y de gestión. Además, se han establecido las conexiones por cable necesarias, que han permitido dar acceso a la red de comunicación Intranet e Internet desde la práctica totalidad de los despachos del profesorado, así como disponer de una pequeña aula de informática para uso del alumnado con unos 13 puntos de conexión con ordenadores personales más otros tantos con roseta a conectar por quien disponga de ordenador portátil. Asimismo, la Facultad dispone desde finales del curso académico 2000-2001 de una Sala de videoconferencias, de utilidad tanto para actividades académicas como de reuniones de trabajo. 

Por último, a lo largo del presente curso académico 2000-2001 se ha enganchado a la red, dentro de la página WEB de la Universidad, la correspondiente a nuestra Facultad: http://www2.uca.es/facultad/derecho/ . En estos momentos, sus contenidos son modestos, pero lo suficientes como para que pueda constituir ya un instrumento de información y cuando menos de incentivo al enriquecimiento de sus funcionalidades. Su contenido básico podría desglosarse del siguiente modo: 

1) Presentación general: bosquejo histórico, situación y accesos, órganos de gestión, Biblioteca

2) Departamentos

3) Planes de Estudios: generalidades, itinerarios, troncalidad, obligatoriedad, optatividad, libre elección, practicum, trabajo fin de carrera, pasarelas, permanencia, expedientes

4) Curso 2000/2001: horarios de clase, exámenes, programas, practicum interno, practicum externo, normativa

5) Tablón de anuncios

6) Enlaces 

A pesar de que para la actividad en su conjunto del Centro, su dimensión y medios materiales en la actualidad se puede afirmar que son suficientes, sin embargo no dan un resultado todo lo satisfactorio para lo que constituyen las necesidades actuales de una Facultad de nuestras característica. Dos razones básicas avalan la afirmación precedente. Una, el notable deterioro de la parte antigua del edificio poco adaptada al modelo actual de docencia e investigación universitaria; otra, el asilamiento respecto del resto de los Centros del campus. En este orden de consideraciones se encuentra en estado avanzado de desarrollo el proyecto de construcción de un nuevo campus universitario en Jerez de la Frontera, el denominado campus de la Asunción, en el que hay depositadas grandes expectativas de mejora en cuanto a infraestructura, ubicación en el contexto urbano y de accesibilidad.


La importante promoción y apoyo que le prestó en sus inicios la Caja de Ahorros de Jerez de la Frontera, no sólo permitió al centro abordar la actividad docente desde un principio con un profesorado de prestigio que después ha ido repercutiendo en la conformación de un claustro de profesores consolidado y en general bien valorado, sino igualmente en la formación de unos fondos bibliográficos de arranque para la biblioteca que le ha facilitado posteriormente su desarrollo. Residuo de este origen es el hecho de que la parte más antigua de la edificación sea propiedad de la Caja de Ahorros San Fernando –resultado de la fusión de la antigua Caja de Jerez con otra Caja Sevillana--, cedida gratuitamente a estos efectos a la Universidad de Cádiz. En los mismos términos, convine indicar el apoyo recibido en sus inicios con la creación de la Fundación Universitaria de Jerez, que durante años constituyó un canal muy importante para que los resultados de la investigación de los profesores de la Facultad pudieran ser publicados con facilidad y en una colección jurídica ‘ad hoc’ de prestigio y calidad, manteniendo la Facultad todavía un importante depósito de los libros publicados; en su momento dicha Fundación también aportó fondos económicos importantes para estancias externas de investigación para los profesores, asistencia a congresos, organización de jornadas, etc. No obstante, todo ese apoyo ha ido languideciendo con el paso del tiempo, de modo que en el momento actual la Facultad se sostiene y funciona exclusivamente con los fondos públicos que le proporciona su pertenencia a la Universidad de Cádiz, salvo esporádicas financiaciones con destinos singulares a concretas actividades promovidas por la Facultad.


La singularidad de ubicación del Centro, la inicial procedencia del profesorado y la pluralidad de su origen ha provocado una imagen particular del centro, en ocasiones expresada por quienes nos contemplan desde fuera, que o bien no es compartida del todo por los miembros del Centro o bien es desconocida. Se podría decir de forma resumida que para ciertos grupos o personas ajenos a la vida universitaria se considera que la Facultad vive de espaldas a la ciudad y con mínimos lazos de conexión a la misma. Para tener una comprensión a fondo de ese presunto “desencuentro”, deberían tomarse en consideración factores diversos, muchos de ellos del pasado, que pesan aun notablemente. Pero, sobre todo, debe tenerse en cuenta que nos estamos refiriendo a una ciudad de dimensión media en cuanto a su población, con fuertes expectativas en cuanto a la implicación de la Universidad en el desarrollo social y, todo ello, vinculado a la particular circunstancia de que nuestro centro sea la única Facultad que imparte una licenciatura en la ciudad. En los últimos años se ha procurado llevar a cabo una modesta labor de intensificación de la presencia de la Facultad en el medio en el que se desenvuelve, que puede estar comenzando a producir algunos efectos aunque probablemente aún muy parcos. En particular, desde la dirección del Centro se procura estar presente en un número superior de foros a los que es llamada a participar la Facultad. Así, por citar, algún ejemplo, la Facultad se ha incorporado a una importante iniciativa de promoción local del empleo: Programa Operativo Local de Empleo de Jerez 2001-2006 (el denominado POLE), integrándose en su Consejo Rector, junto con instituciones de variada orientación: Ayuntamiento de Jerez de la Frontera, Consejo Económico y Social, Confederación de Empresarios de Cádiz, Cámara Oficial de Comercio e Industria de Jerez, Comisiones Obreras, Unión General de Trabajadores, Escuela Universitaria de Estudios Empresariales, Escuela Universitaria Adscrita de Jerez. De igual forma, los Departamentos de la Facultad vienen participando anualmente en las Jornadas de Otoño organizadas por el Vicerrectorado de  Extensión Universitaria, en colaboración con el Ayuntamiento de Jerez de la Frontera. Se buscan canales de colaboración con la Escuela Universitaria Adscrita de Jerez, de cuyo Patronato es miembro el Decano como representante de la Facultad y, más importante aún, durante tiempo prolongado un profesor de la Facultad viene desempeñando el cargo de Director Académico de ese centro. Se procura favorecer que entidades y organizaciones ciudadanas hagan uso de las dependencias del Centro para la organización de sus actividades: aula taurina, certamen anual de teatro, Jornadas del Partido Social de los Mayores de Andalucía, Jornadas sobre Ciencias del Deporte organizadas por el  Ayuntamiento de Jerez y un largo etcétera. Desde casi su inicio la Facultad tiene concedida una Caseta en la Feria de Jerez (Picapleitos), que es instalada todos los años por los alumnos de la Facultad y a la que el Centro ha destinado fondos importantes durante los dos últimos años para renovación de su material. La Facultad se ha integrado como Patrono de Honor en la Fundación Xerez Club Deportivo, cuya finalidad primordial es la de promover los valores sociales, personales y de desarrollo moral a través de la actividad física y el deporte. Se intentan incrementar las relaciones con los medios de comunicación a los efectos de que las actividades de la Facultad sean conocidas por el gran público. 


Otro de los handicaps con los que se enfrenta nuestro Centro es que en el conjunto de la provincia es vista como la Facultad de la ciudad de Jerez y no como la Facultad de todo el distrito universitario, lo que le dificulta más aún para abrir su presencia más allá de la ciudad donde desarrolla su actividad docente e investigadora de forma directa. Ello es importante, en la medida en que la Facultad debe aspirar a proyecta su influencia y ofrecer sus servicios, facilitar sus medios humanos y materiales en un espacio mucho más amplio. En todo caso, algunas actuaciones recientes también van en la línea de extender su colaboración externa. A título de ejemplo, podríamos citar los siguientes hechos. Ante todo, el desarrollo del practicum externo ha sido una excelente oportunidad de conectar con instituciones y profesionales del conjunto de la provincia gaditana. La implantación en Algeciras de un Centro Adscrito Superior donde se imparte la licenciatura en Derecho, que si bien en determinados momentos ha provocado incomprensiones por ambas partes, ha permitido en muchas vertientes interesantes y fructíferas relaciones de colaboración, de cuyo Patronato es miembro el Decano como representante de la Facultad y, más importante aún, desde sus inicios un profesor de la Facultad viene desempeñando el cargo de Director Académico de ese Centro. En reiteradas ocasiones los profesores de la Facultad han colaborado en la organización de Jornadas desarrolladas por el Colegio de Abogados de Cádiz. Está en ciernes la puesta en marcha del Centro de Estudios Constitucionales dentro del Casino Gaditano, con la intervención como sponsor de  la Caja de Ahorros El Monte, donde la Facultad de Derecho está llamada a colaborar, etc.   


De otra parte, cada vez resulta más ineludible la búsqueda de formas de incorporación de los centros universitarios dentro de las diversas redes académicas y de investigación que se van creando y adquiriendo notables índices de influencia. Esta tarea en las más de las ocasiones se lleva a cabo por medio de vínculos establecidos a través de los departamentos, las áreas de conocimiento y particularmente de los profesores a título individual. No obstante, en esta tarea también puede estar presente la Facultad como tal. Nuestro centro en esta vertiente tiene una experiencia muy reciente. Sin embargo, va calando también la conciencia de su necesidad, por lo que se inician el estrechamiento de algunos lazos en esta línea. Así, a título de ejemplo, podríamos mencionar, las siguientes actuaciones. En primer lugar, la Facultad viene asistiendo con continuidad a las reuniones anuales de Facultades de Derecho Españolas, que sin haber dado lugar a la constitución de una organización formalizada, ha adquirido la consolidación y estabilidad suficiente como para ser un punto de encuentro relevante donde compartir puntos de coincidencia entre todos los centros españoles; en concreto, nuestra Facultad ha estado presente en los cuatro últimos, celebrados en La Rioja, Valencia y La Laguna. En segundo lugar, nuestra Facultad es miembro de pleno derecho de la Asociación Europea de Facultades de Derecho (ELFA), asistiendo igualmente con reiteración a las reuniones anuales que celebra esta asociación; en particular, somos consciente de que esta asociación va a ir cobrando progresivamente un mayor auge, en la medida en que se proceda al desarrollo del Acuerdo de Bolonia sobre unificación de los Planes de Estudios a nivel de Europa y con el tiempo se acentúen la libre circulación de profesionales del Derecho; de ello quedó particular constancia en la última reunión celebrada en Milán en el mes de febrero de 2001. Asimismo, el desarrollo de los programas Sócrates está constituyendo una excelente ocasión de intercambio entre Facultades Europeas, en el que se están involucrando tanto alumnos como profesores de la Facultad. 


Finalmente, como iniciativa en la que se intentaba hacer converger el pasado, el presente y el futuro de nuestra Facultad, tanto en su vertiente académica como de proyección social, se acordó promover el nombramiento como doctor honoris causa al profesor D. Manuel F. Clavero Arévalo, propuesta que contó con el aval de toda la comunidad universitaria, incluido su Claustro. El acto solemne de investidura tuvo lugar el día 23 de mayo de 2000 en nuestro Salón de Actos.


III. EVALUACIÓN DE LA DOCENCIA

1.- Oferta de plazas, demanda y matrícula

La oferta de plazas para alumnos de ingreso en primer curso se situó, al menos a partir del curso 1995-96, en 250 en consonancia con los dos grupos de alumnos (turno de mañana y de tarde) que con anterioridad había organizados en la Facultad. Hasta el presente curso las plazas se cubrían entre las dos convocatorias. En el curso 2000-2001  apenas se han cubierto 143.  Nos encontramos ante una nueva tendencia que, con independencia, de sus causas próximas no es necesariamente negativa, si tenemos en cuenta que España es el país del mundo con mayor número de abogados por millón de habitantes. No es raro que la propia saturación del mercado esté imponiendo sus exigencias en lo que a nuestra Facultad se refiere. Por ello, parece que una política sensata postula superar pesimismos y aprovechar los medios que tenemos para orientar una oferta de calidad que haga atractiva la titulación en nuestra Facultad, buscando metodologías adecuadas que personalicen la enseñanza, la hagan muy práctica, potencien actividades complementarias de calidad etc.

Hemos de ser conscientes de que el entorno juega por completo en contra nuestra. Este hecho nos exige importantes dosis de inventiva y originalidad que den sentido a nuestra titulación frente a la que se ofrece en otras Facultades cercanas con un entorno, sin duda, más atractivo. Naturalmente nada o muy poco se puede hacer sin el apoyo y la ayuda de los órganos centrales de la Universidad y, acaso también, de la Consejería de Educación.  

2.- Estructura del Plan de Estudios

Las enseñanzas del Derecho en Jerez de la Frontera han estado regidas por diversos planes de estudio, cuyas alteraciones en la generalidad de las ocasiones han estado determinadas más por factores externos al devenir de los propios estudios, que ha impulsos directos de sus gestores. 

Por su vinculación inicial con la Facultad de Derecho de Sevilla, durante su etapa como Colegio Universitario, sus estudios estuvieron regidos por el Plan específico de Sevilla, todavía vigente allí, conocido como el plan de 1965. Era un Plan caracterizado por un muy fuerte tronco común, particularmente cerrado en los tres primeros cursos académicos; los dos últimos cursos de la licenciatura con una prudente pero apreciable especialización en tres campos: público, privado y empresa.

Con la creación de la Facultad en el curso académico 1979-1980, por medio de la Orden Ministerial de 14 de octubre de 1980, se establece un plan de estudios propios, que en la práctica se adecuó en su totalidad al, por entonces, generalizado en toda España plan de 1953.

Con la puesta en marcha de los nuevos Planes de estudios, impulsada a partir de la entrada en vigor de la Ley de Reforma Universitaria, la Universidad de Cádiz acometió un proceso acelerado de implantación de este nuevo modelo; proceso que forzó el desarrollo sosegado del debate en el seno de la Facultad. En todo caso, ello desembocó en la puesta en práctica paulatina de un nuevo plan de estudios, el conocido como el plan de 1994, que es en sus líneas generales el actualmente vigente (Resolución de 29 julio de 1994, BOE 24 agosto 1994).

El mismo, eso sí, experimentó una pequeña adaptación en el año 1998. En efecto, inserto en el proyecto de implantación del segundo ciclo de Ciencias Políticas y de la Administración y de la correspondiente elaboración de su plan de estudios, se procedió a organizar los correspondientes complementos de formación (asignaturas pasarelas), lo que se articuló formalmente por la vía de incorporar tales disciplinas como asignaturas optativas del plan de estudios de licenciado en Derecho; en concreto se procedió a incorporar hasta un total de cuatro asignaturas más de 4,5 créditos a la oferta de optatividad.

Posteriormente, la Facultad ha abordado a lo largo de todo el curso académico 1999-2000 y principios del 2001 la adaptación del actual plan de estudios a las pautas del Real Decreto de reforma de las directrices generales de todas las titulaciones. Ello ha desembocado en un nuevo plan de estudios, aprobado definitivamente por la Junta de Gobierno en la primavera del presente año 2001. Dicho Plan de Estudios ha sido formalmente publicado en el Boletín Oficial del Estado del pasado 19 de diciembre de 2001. La Junta de Gobierno del pasado mes de noviembre acordó la implantación simultánea de este Plan de estudios, lo que comporta que para el próximo curso académico 2002-2003 se impartirá ya la docencia correspondiente a los cinco cursos académicos que se contemplan en el mismo; en paralelo, se producirá la extinción en bloque del Plan de Estudios precedente. De este modo, con este procedimiento de implantación simultánea se posibilita que la totalidad de los alumnos de nuestra Facultad puedan incorporarse al nuevo Plan. En el momento actual, ya se está preparando el proceso de adaptación docente y administrativa al nuevo Plan de Estudio. De este modo, ya se han realizado diversas reuniones con el servicio de alumnos del rectorado, con la secretaría del centro, se ha remitido una carta a todos los alumnos matriculados actualmente en el centro, se ha celebrado una reunión informativa a la totalidad de los alumnos de la Facultad actualmente matriculados, se están elaborando los horarios de clase del próximo curso académico, los profesores están adaptando sus programas a las nuevas disciplinas, etc. 

En razón a ello, describimos y valoramos a continuación sobre todo lo que ha sido el todavía vigente plan de estudios. Del mismo modo trataremos después de resaltar cuales han sido los objetivos y contenidos principales de la última reforma abordada.

En el Plan de 1994, los dos ciclos conducentes a la licenciatura del vigente plan de estudios se desarrollan en dos cursos cada uno o, lo que es lo mismo, la previsión general del desarrollo total de la licenciatura es de cuatro cursos académicos. Consta de 320 créditos distribuidos de la siguiente manera:

Distribución de créditos
	Ciclo
	Curso
	Materias

Troncales
	Materias

Obligatorias
	Materias

Optativas
	Créditos

Libre

Config.
	Trabajo

Fin de carrera
	Total

	I Ciclo
	11
	51
	14
	19
	12
	
	

	
	22
	50
	8
	
	
	
	

	II Ciclo
	33
	51
	7
	23
	20
	
	

	
	44
	48
	12
	
	
	
	

	Total
	
	200
	41
	42
	32
	5
	320


Cada uno de los cursos se divide en dos semestres o cuatrimestres que, en la realidad no son tales, y todas las asignaturas tienen una duración semestral, con independencia del número de créditos. El practicum está estructurado en dos cuatrimestres practicum I y practicum II de siete créditos cada uno y agrupando las materias troncales de primer ciclo y de segundo, respectivamente. Una vez superadas todas las asignaturas los alumnos deben realizar un trabajo denominado de fin de carrera para obtener el título de licenciado. 
La Facultad, consciente de las dificultades que entraña desarrollar sus estudios en cuatro años aconseja  a los alumnos la realización de sus estudios en cinco. Para ello desde hace varios años se viene haciendo un importante esfuerzo, a través de los llamados horarios vinculados, con los que se pretende facilitar la compatibilidad de horarios para aquellos alumnos que desean estudiar  la licenciatura en cuatro y en cinco años, respectivamente. Es difícil saber cual es el nivel de seguimiento de esta recomendación, que se enfrenta con un contexto social adverso, pues existe la convicción de que los cursos han de superarse por año, lo que genera una importante presión sobre los alumnos para ajustarse a la realización de sus estudios en cuatro años como formalmente parece establecer el plan. El error que encierra esta convicción no se ha podido destruir en los años que lleva de vigencia el plan, entre otras cosas, tal vez porque desde las instancias competentes no nos consta que se haya hecho ningún esfuerzo de información social en este sentido. Además –lo que aún es más grave- el acceso a becas parte del supuesto de que el contenido de los cursos en créditos es el correspondiente a  dividir el total de la carga lectiva por cuatro y  no por cinco como sería deseable (72 créditos). 

Se produce así un efecto perverso, contradictorio con la filosofía que, al parecer, inspiró los planes de estudios elaborados al amparo de la Ley de Reforma Universitaria. Aunque la carga lectiva global de la licenciatura ha disminuido respecto la del plan de 1980, la carga real que soportan los alumnos mientras están en la Facultad es mucho mayor, con las consecuencias que se exponen a lo largo de este Informe. 

En este contexto, al momento de afrontar la necesaria reforma de adaptación última, puede afirmarse que entre profesores y alumnos existía una opinión mayoritaria, aunque no unánime, bastante crítica con los resultados del Plan de estudios de 1994. Eso sí, sucesivamente, cuando se intentaba identificar cuales eran los elementos más rechazados o bien los contenidos a modificar, las opiniones eran divergentes, sin que fuera fácil encontrar coincidencias en la fijación de donde se encontraban los mayores inconvenientes o datos negativos del citado plan. En todo caso, cuando se abordó y conforme se fue desarrollando la última reforma puede afirmarse que prevaleció un criterio intermedio o equidistante, que puede resumirse del siguiente modo: de un lado, se consideraba de todo punto insuficiente proceder a efectuar un simple lavado de cara del Plan, cuyo contenido se ciñera a dar cumplimiento a las nuevas exigencias formales derivadas del cambio legislativo: asignaturas cuatrimestrales cuando menos de 4,5 créditos, anuales de 9 créditos, no más de cinco asignaturas cursándose de forma simultánea, etc.; de otra parte, no proceder a una elaboración desde su inicio del Plan de estudios sino tomar como referente lo que consideraríamos el esqueleto del Plan de estudios de 1994. De este modo, se consideró grosso modo aceptable el número total de créditos del Plan, la distribución por áreas de conocimiento, así como el reparto entre troncalidad y obligatoriedad de un lado y optatividad y libre elección por otro lado. Entre las innovaciones más destacadas de esta última reforma resaltaríamos las siguientes:

· Conformación de una distribución de carga docente concebida para ser cursada en cinco cursos académicos (tres de primer ciclo y dos de segundo ciclo), sin perjuicio de que formalmente se permitiera al alumno excepcional que así lo pretendiese cursar la Licenciatura en cuatro años académicos (dos más dos). A tal efecto, se acude a la previsión contenida en la reforma en ciernes de las directrices generales propias de Derecho, trasladando algunas materias a primer ciclo de las inicialmente contempladas en segundo ciclo, a los efectos de poder equilibrar los contenidos de cada curso académico.

· Aprovechar las exigencias legales de tope mínimo de creditaje por asignaturas para eliminar las que denominaríamos “microasignaturas”, reduciendo con ello el número total de asignaturas a cursar por el alumnos y, con ello, reduciendo también el número de exámenes a superar por el alumno.

· Fomentar al máximo la conformación de asignaturas anuales en el bloque de troncalidad, de modo que el alumno aborde en un contenido institucional más homogéneo y amplio, que le permita una visión más de conjunto de los grandes bloques institucionales del ordenamiento jurídico. Al propio tiempo, ello puede favorecer la reducción del número de exámenes a superar por el alumno; y, en todo caso, una distribución más flexible de las fechas de los exámenes, particularmente aquellas que se celebran a mitad de curso académico.

· Leve incremento de creditaje de la troncalidad y obligatoriedad en su conjunto, en detrimento de la optatividad que en correspondencia desciende también de forma suave.

· Desaparición casi por completo de las asignaturas obligatorias –permanece sólo dos obligatorias--, incorporándose todo su creditaje a la troncalidad de la correspondiente área de conocimiento, en la expectativa de que pueden asimilarse con mayor seguridad las instituciones básicas de necesario conocimiento por parte de un licenciado en Derecho. 

· Una distribución de las disciplinas por curso académico, de forma que en los primeros años de la licenciatura el alumno deba atender casi exclusivamente al estudio de asignaturas de carácter troncal, en términos tales que la optatividad y libre elección quede postergada a momentos posteriores, cuando se tenga un conocimiento básico de los contenidos jurídicos que le permita una elección consciente de su camino curricular y, con ello, de la embrionaria especialización jurídica pretendida con la optatividad y en su caso con la libre elección. 

· Compromiso de mantenimiento de un sistema de horarios vinculados, en términos tales que a los alumnos se les facilite el seguimiento secuencial por cursos académicos de sus estudios, así como se le fomente el cursar bloques de optativas que le conduzcan a cuatro grandes ramas de especialización: Derecho Público, Derecho Privado, Derecho de Empresa y Ciencias Políticas.

· Eliminación del trabajo fin de carrera, con correlativa disminución del número total de créditos a cursar por el alumno a lo largo de la licenciatura.

3.- Actividades académicas extracurriculares


Junto a la actividad académica reglada, la oficialmente contemplada en el correspondiente Plan de Estudios, el Centro, básicamente a través de sus Áreas de conocimiento, suele organizar a lo largo del curso académico todo un conjunto de actividades docentes complementarias, en forma de Jornadas y Cursos, que permiten ofrecer al alumno una visión diversa a lo que suele constituir la enseñanza ordinaria. Particularmente por lo que refiere a los estudios jurídicos, ello permite proporcionar un análisis singular de las reformas legislativas más reciente, una presentación más pluridisciplinar de las materias y una exposición por expertos de prestigio externos a la Facultad. En la mayoría de las ocasiones estas iniciativas se efectúan en el marco de programas de formación continua o similares previstos por los servicios centrales de la Universidad, de modo que se le asignan créditos de libre elección y, con ello, constituyen un aliciente adicional para nuestros alumnos. Del mismo modo, cuando se trata de enseñanzas de reciclaje y actualización  se procura efectuar la propaganda necesaria para abrirla a la presencia de los profesionales del Derecho y público en general del entorno. A título ilustrativo, se pueden relacionar las actividades desarrolladas en nuestra Facultad durante el presente curso académico 2000-2001.

· Curso de experto en género e igualdad de oportunidades, organizado por diversas profesoras de la Facultad especializadas en argumentos relativos a igualdad y no discriminación por razón de sexo, subvencionado por el Instituto Andaluz de la Mujer.

· Curso sobre Derecho y Defensa, organizado por el Departamento de Derecho Público en colaboración con el Ministerio de Defensa, celebrado en noviembre de 2000.

· Jornadas sobre las relaciones laborales en las pequeñas empresas, organizadas por el Departamento de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social en colaboración con el Consejo Andaluz de Relaciones Laborales, celebradas los días 27, 28 y 29 de noviembre de 2000.

· Curso de Derecho Comunitario, organizado por el área de Derecho Internacional Público y la Cátedra Jean Monet en colaboración con el Consejo General del Poder Judicial, celebrado en mayo  de 2001.

· VI Seminario de estudios jurídicos sobre Perspectiva Social y Jurídica de la Salud Reproductiva, organizado por el área de Derecho Penal en colaboración con el Ayuntamiento de Jerez, celebrado los días 26, 27 y 28 de octubre de 2000.

· Reunión de Estudios sobre El Tribunal Penal  Internacional, organizada  por el área de Derecho Penal y el grupo de Política Criminal, celebrada el 1 y 2 de Diciembre de 2000.

· II Seminario Internacional de Derecho Penal Económico: El mercado y los consumidores ante el Derecho Penal, Jornadas organizadas por el Instituto Andaluz de Criminología, los días 30 de noviembre, 1 y 2 de diciembre de 2000.

· Curso sobre la Nueva Ley de Enjuiciamiento Civil, organizado por el Área de Derecho Procesal, en colaboración con el Colegio de Abogados de Jerez, celebrado durante los meses de febrero, marzo y abril de 2001.

· II Jornadas sobre Derecho comunitario, Derechos Humanos: horizonte europeo, organizadas por la asociación Foro Joven de Andalucía celebradas del 18 al 20 de abril de 2001.

· Seminario organizado por la asociación Concepción Arenal, en colaboración con la asociación de Derechos Humanos de Jerez, sobre “Alternativas a la Cárcel”, celebrado en  Noviembre de 2000 y Enero de 2001.

Además la Facultad como tal viene organizando todos los cursos académicos cuando menos dos actos que incluyen, entre otras actividades, la impartición de dos conferencias. La primera, a principios del mes de octubre, coincidiendo con la apertura del curso académico. La segunda, a finales de enero, con motivo de la Festividad de San Raimundo de Peñafort.

En este marco también cabe mencionar la actividad que gira en torno a los programas Sócrates. La Universidad de Cádiz tiene concertados diversos convenios con Universidades Europeas de las que se benefician alumnos y profesores de nuestra Facultad. Como balance principal de resultados por lo que refiere a los alumnos nuestros que han cursados estudios en esas Universidades europeas cabe referir el resultado deducible del siguiente cuadro:

	
	Italia
	Francia
	Bélgica
	Inglaterra
	Suecia
	Alemania
	Total

	1997-1998
	5
	2
	-
	-
	-
	-
	7

	1998-1999
	5
	5
	1
	1
	2
	-
	14

	1999-2000
	1
	6
	-
	-
	1
	-
	8

	2000-2001
	6
	6
	-
	-
	-
	-
	12

	2001-2002
	9
	6
	-
	-
	1
	2
	18

	Total
	26
	25
	1
	1
	4
	2
	59


Finalmente, merece la pena resaltar la muy fructífera iniciativa, desarrollada por un profesor de Derecho Mercantil, de incorporar a alumnos de nuestra Facultad, a las prácticas de arbitraje en comercio internacional, que comporta, además de una labor de preparación previa en nuestra Universidad, una estancia en Viena, donde los alumnos participan en un debate sobre la materia con alumnos de otras Universidades europeas y del mundo. Este último curso se ha celebrado en su seno el VIII Willen C. Vis International Arbitration Moot.

4.- Programas de las asignaturas del Plan de Estudios

Como regla general los programas se encuentran depositados en la Secretaría del Centro, cumpliéndose lo establecido al efecto por las normas de la Universidad de Cádiz. También es habitual su entrega en la copistería de la Facultad para facilitar su accesibilidad. Aún no existe ningún programa incorporado a la página WEB de la Facultad, pero se pretende hacerlo en breve plazo.

En los programas se materializa y concreta el contenido del plan de estudios. Están concebidos en función de los descriptores del plan de estudios y, antes que nada, es preciso reconocer que han significado un importante esfuerzo de adaptación por parte de muchos profesores de los contenidos del plan de 1980, en los que se formaron, pues respondían al plan general común de la mayoría de las Facultades de Derecho españolas, vigente desde 1953.

Este esfuerzo es especialmente destacable, si se tiene en cuenta que la mencionada adaptación ha sido reductora de contenidos y que no existen unos objetivos realmente operativos que puedan servir de parámetro. Efectivamente esta circunstancia ha creado graves problemas a la hora de prescindir de la explicación de materias que el profesor considera necesarias, sin que desde las instancias académico-administrativas se haya proporcionado una información mínima sobre los nuevos planteamientos que se querían introducir con los planes aprobados tras la Ley de Reforma Universitaria. Muchos profesores se enfrentaban al problema de renunciar a priori a enseñanzas que consideraban necesarias, con el consiguiente empobrecimiento de la formación que estaban impartiendo, sin ninguna justificación para ello. La reforma se percibía así como  empobrecimiento y reducción del nivel de conocimientos, que el profesional consciente se negaba a aceptar sin una explicación, que nunca ha llegado, exigida por su propia conciencia y sentido del deber.

Tras los años transcurridos esta adaptación se ha producido, los programas se han acortado, pero, aún así, nos parece que, por lo general, es muy difícil que puedan impartirse dignamente con los esquemas actuales, si por ello entendemos una explicación total de sus contenidos durante las horas de clase. Desde este punto de vista pensamos que los horarios se quedan cortos –aparte otras deficiencias señaladas en el lugar oportuno- para poder explicar en ellos el contenido de la mayoría de los programas, al tiempo que resultan excesivos si se adoptan metodologías diferentes que no pasen por la clase magistral discursiva, sino por el trabajo personal del alumno asistido por el profesor, pues imponen una excesiva presencia en las aulas, que dificulta el verdadero trabajo productivo de consulta, lectura y reflexión a que debe acostumbrarse a los alumnos. En efecto, el cumplimiento estricto del plan supone una carga lectiva media de 26,25 horas de clase semanales, si a ello aplicamos la ratio que se señala en la tabla 4 de la Guía de Autoevaluación hay que añadir 13,12 horas de estudio semanales, lo que comporta una jornada  de trabajo semanal de 39,37 horas. No aplicamos la ratio que se contiene en el texto (cada cuatro horas de clase, seis de estudio)  porque daría un resultado completamente disparatado. Es obvio que este horario de trabajo es factible en términos absolutos, pero es demasiado ajustado y, por ello, poco realista. 

Una adecuada valoración de este dato requiere ponerlo en conexión con que aproximadamente dos tercios de los alumnos proceden de localidades diferentes de la sede de la Facultad y que los accesos a ésta a través del transporte público son muy deficientes, según manifiestan en general los miembros de la comunidad universitaria. Se llega a la conclusión de que el tiempo disponible por los alumnos para el trabajo personal es escaso. No puede perderse de vista, además, que hay créditos que se imparten en campus situados en otras ciudades con sus propios horarios, etc. De todo ello se desprende, en nuestra opinión, que la semana de trabajo resultante no es realista. La reacción de los alumnos es clara: no tienen otra posibilidad que prescindir de horarios, repartir la asistencia a clase y reducirla a aquellos supuestos en que es imprescindible porque se lleva algún tipo de control o porque no es posible utilizar los apuntes de un compañero. Creemos que estos hechos determinan, al menos en parte, el reducido nivel de asistencia a clase.

5.- Organización de la enseñanza

La organización de la docencia corre a cargo de las Áreas de Conocimiento bajo una mínima coordinación del Decanato consistente en la elaboración de los horarios que aprueba la Junta de Facultad en el marco del calendario aprobado por la Junta de Gobierno y la distribución de las aulas. 

La estructura cuatrimestral del plan en todas sus asignaturas, que tanto los alumnos como los profesores valoran muy negativamente, obliga a una alta concentración de horas de clase semanales en muchas asignaturas (cinco y seis horas) agrupadas, de ordinario, en módulos de  dos horas con lo que los horarios resultan demasiado densos. No puede extrañar, por tanto, que los alumnos confiesen en la encuesta que su aprovechamiento de las clases es escaso. Esta densidad de horarios y concentración de asignaras en cortos periodos de tiempo –los teóricos cuatrimestres- dificulta la atención, impide una asimilación y maduración sosegada de los conocimientos que se acumulan a velocidad vertiginosa, angustia a los alumnos, cuyo trabajo se realiza sin las mínimas y razonables condiciones de serenidad y resta eficacia a la labor docente de los profesores, que ven como los alumnos pasan fugazmente ante ellos, agobiados por un elevado número de asignaturas y sin apenas tiempo para conocerlos. 

Además, la organización de la docencia en cuatro cursos impone la necesidad de que los alumnos se matriculen de un alto número de créditos por año para poder optar a beca lo que determina unas altas cargas lectivas, como ya hemos señalado.

Los calendarios de exámenes son valorados por los alumnos de manera negativa: el alto número de asignaturas, la exigencia estatutaria de la doble vuelta en cada convocatoria complican la realización de un calendario racional. Si no se desea que el calendario se prolongue excesivamente han de concentrarse los exámenes con la consiguiente acumulación que termina en que  los alumnos presionen a los profesores para lograr convocatorias extraoficiales, que dificultan el desarrollo de las clases.

Desde la implantación del plan de 1994 con la inclusión de las prácticas en un único horario junto con las clases teóricas, bien puede afirmarse que la práctica, como tal, se ha perdido. No existen ya los grupos de prácticas por asignaturas con su estructura autónoma respecto de las teóricas. Como sucedáneo los profesores procuran que algunas clases tengan un especial contenido práctico pero dentro del horario común y sin diversificar grupos. 

El practicum se imparte en una doble modalidad: interna y externa. El primero no difiere en nada de la tradicional clase práctica, aunque al estar los créditos distribuidos entre una pluralidad amplia de materias de manera que a cada una corresponde algo más de un crédito, se convierte en algo marginal, carente de interés para las Áreas de Conocimiento que ven pocas posibilidades de realizar una tarea verdaderamente formativa. El practicum externo se lleva a cabo por medio de convenios de colaboración con diversas instituciones y entidades, que se prestan generosamente a colaborar con la Facultad, en una primera aproximación al alumno de lo que constituye el ejercicio de la actividad profesional en diversas vertientes. En el momento actual la Universidad de Cádiz ha celebrado y está desarrollando convenios con las siguientes instituciones: Colegio de Abogados de Jerez de la Frontera, Colegio de Abogados de Cádiz, Consejo General del Poder Judicial, Colegio de Notarios de Andalucía Occidental, Dirección General de Instituciones Penitenciarias, Ayuntamiento de Jerez de la Frontera; Punto de Información Europea del Ayuntamiento de San Fernando. Además, por vía de un Convenio General, los alumnos pueden efectuar prácticas de empresa en diversas dependencias de la Administración Periférica de la Administración General del Estado. En estos momentos se encuentra en trámites de celebración un nuevo convenio con los Registradores de la Propiedad.  Este practicum externo está constituyendo una experiencia auténticamente positiva para los alumnos que, por lo general, lo valoran muy favorablemente. Constituye un valioso medio de acercamiento de los alumnos al mundo de la aplicación del Derecho que les permite contrastar lo que han ido estudiando en la Facultad. Es, sin duda, uno de los puntos fuertes de la titulación donde, una vez más la entrega, la dedicación y el apoyo de personas de la Facultad y de fuera, suple con creces lo que no se contempla desde los medios oficiales.

Una de las consecuencias de la actual organización de la docencia en la que los cursos no revisten una secuencialidad obligatoria, sino que los alumnos eligen las asignaturas de que han de matricularse cada año y su propia secuencialidad, prácticamente sin limitación alguna, ha sido la desaparición del concepto de curso como colectivo o grupo humano con comunidad de intereses y sujeto de una misma trayectoria vital. Aparte del empobrecimiento que, desde el punto de vista humano conlleva para los alumnos, crea importantes problemas en la organización diaria –identificación de representantes- de la actividad docente y desvertebra la vida cotidiana de la Facultad pues priva a los alumnos que se incorporan cada año, de un entorno inmediato que les sirve de cauce de inserción en esa comunidad más amplia y más difícil de abarcar que es la propia Facultad y, en último término, la Universidad que no se percibe por un elevado número de alumnos.

6.- Atención tutorial
Podemos afirmar, sin ningún genero de duda, que la tutoría es una técnica docente que no se ha aclimatado en nuestro país casi veinte años después de la Ley de Reforma Universitaria y más de treinta de la Ley General de Educación. Aunque nos consta su utilización en algunos centros privados de niveles inferiores de la docencia, no creemos que esté generalizada y se puede afirmar que no existe una cultura de la enseñanza personalizada, entre nosotros. La inmensa mayoría de quienes hoy desempeñan la docencia como profesores y sobre todo los de mayor edad y categoría profesional  no han sido objeto de atención tutorial en sus épocas de formación, incluso en muchos casos ni siquiera después de vincularse a un área de conocimiento para completar su formación y acceder a las diversas escalas de profesorado.

La tutoría irrumpió, de pronto, en la vida de la mayoría de los profesores de  Universidad como una exigencia formal y de régimen: unas determinadas horas de dedicación que hay que comunicar a Secretaría y publicar todos los años al comienzo de curso –en nuestro caso, los famosos cuatrimestres-. Una vez más, nadie ha cuidado de explicar técnicas, objetivos o motivos. Quedan a la intuición e iniciativa del profesor los aspectos pedagógicos, técnicos, de incentivación, etc., de unos alumnos que tampoco tienen el hábito de esta modalidad de técnica de enseñanza.

No puede extrañar, por tanto, que la utilización de la tutoría por parte de los alumnos sea escasa. Cualquier profesor manifiesta que no ha sido requerido para atender más de tres o cuatro entrevistas al año, la mayor parte de ellas sobre cuestiones periféricas o de régimen: materia de examen, modalidad del mismo, posibilidad de cambio de fecha de algún examen, etc. A veces se da la tutoría para cuestiones propias del contenido de las asignaturas, pero reducida a escasas preguntas que, de ordinario, se sustancian al terminar la clase y suelen versar sobre algún punto no bien entendido de la explicación que se acaba de oír. Más rara vez, aunque evidentemente sucede, algún alumno acude al despacho del profesor a preguntar alguna duda que le suscita el estudio. 

Realmente no puede esperarse otra cosa en la actual situación: los horarios que hemos descrito no permiten a los alumnos mucho más que orientar su estudio preparando exámenes. El profesor, por otro lado, es visto fundamentalmente como el juez rígido que controla a través del examen, no el preparador que ayuda, el orientador que estimula, la persona de cuyo saber y experiencia se puede extraer conocimientos útiles, formación, ayuda, puntos de vista enriquecedores etc. Es, por tanto, lógico que no se utilicen las tutorías. 

7.- Metodología docente

Todo en la Facultad se orienta a una metodología presidida por la clase magistral de corte tradicional, en la que el profesor explica y los alumnos escuchan, toman notas, siguen las explicaciones al par que contrastan con algún manual, subrayan etc. Sobre este patrón la inventiva del profesor introduce las variaciones que considera oportunas, siempre que se respete escrupulosamente el horario: se dictan apuntes, se plantean supuestos prácticos, se completa con manual o con textos que aportan los profesores a copistería. En definitiva, unas formas tradicionales que no tienen en  cuenta los profundos cambios de la situación que, en su momento, justificó la metodología más al uso.  Cualquier experiencia, intento o conato de innovación metodológica levanta suspicacias. 

Con estas premisas poco se puede esperar de la metodología docente, aunque existen esfuerzos de profesores por innovar, incorporar las nuevas tecnologías, etc. La asistencia a clase por parte del alumnado es escasa. Con dificultad  puede achacarse a la calidad de la docencia este hecho, pues está constatado que no es la consecuencia del desencanto que pudieran producir unas malas clases. Al margen del juicio que éstas puedan merecer, la circunstancia que comentamos se constata como planteamiento previo ya que es frecuente el matricularse en asignaturas de horarios incompatibles, el establecimiento de turnos para recopilar apuntes. Frecuentemente la inasistencia a clase se produce desde el primer día sin conocer ni al profesor, ni su método. Más bien nos inclinamos a encontrar explicación  en el desánimo de unos horarios excesivos, concentrados y fugaces que incitan a la preparación del examen por encima de  la adquisición de la formación.

8.- El trabajo de los alumnos

Es muy difícil valorar el trabajo de los alumnos más allá de algunas magnitudes abstractas que ya hemos referido. En este sentido llama poderosamente la atención que la encuesta que en su momento se pasó orilla por completo temas relativos al propio trabajo de los alumnos para centrarse en cuestiones muy periféricas, respecto de las cuales la opinión que éstos pudieran manifestar difícilmente puede tener un valor superior al de mostrar un indicio. Se ha perdido así la ocasión de valorar lo que los alumnos opinan sobre su propio trabajo.

Dos datos, sin embargo, pueden constatarse como punto de partida: uno, la paulatina disminución del nivel de formación de los alumnos que ingresan en la Facultad, como se desprende  de la disminución de la nota de acceso y se constata por los profesores; dos, un alto grado de satisfacción del alumnado en relación con los estudios que están realizando. Se puede desprender de estos datos que contamos con alumnos altamente motivados por el estudio del Derecho, pero con una madurez y formación inicial limitadas.

Sobre esta realidad que constituye la materia prima de la docencia incide la organización y actividades que hemos descrito en apartados anteriores. Ello nos muestra que, si bien no todas las causas del nivel de fracaso escolar son achacables a la organización y funcionamiento de la docencia, una buena estructuración del Plan de estudios tendría indudables efectos positivos.

9.- Evaluación de los aprendizajes
La evaluación de los aprendizajes se realiza habitualmente a través de los exámenes en su más amplia gama de modalidades: escritos y orales; con preguntas largas de amplia redacción, preguntas cortas de cuestiones concretas, test; con contenidos exclusivamente teóricos o complementado con supuestos prácticos, etc. En algunas asignaturas, de ordinario optativas de escaso número de alumnos, se utiliza el trabajo de iniciación a la investigación con exposiciones públicas por parte de los alumnos.

Las pruebas se llevan a cabo de acuerdo con los calendarios de exámenes que fija la Junta de Facultad, con la doble vuelta por convocatoria exigida por los Estatutos que crea grandes problemas organizativos, se convocan con antelación suficiente aunque los horarios de exámenes se conocen de un año para otro. Los criterios de evaluación se suelen especificar en los programas de las asignaturas y son suficientemente conocidos. En algunas asignaturas se suele valorar otras actividades como asistencia a clases, entrega de trabajos como  complemento de la nota final. No existe, sin embargo, compensación de notas entre asignaturas, ni se realizan valoraciones de conjunto en ningún momento, salvo en la evaluación del practicum interno.

10.- Resultados de la enseñanza 
Los comentarios más relevantes que suscitan los resultados de la enseñanza son los siguientes: de un lado, el alto porcentaje de alumnos presentados respecto de los que asisten a clase, dato que revela una vez más cómo un número significativo de alumnos desconecta de la vida ordinaria del centro y de sus actividades, para retornar en el momento del examen. Para ellos la carrera es una sucesión de exámenes y el estudio el mecanismo de superarlos, más que un medio de formación que se completa con otros: clases, tutorías, lecturas, etc. Se observa también como los resultados porcentuales mejoran notablemente en el conjunto del segundo ciclo que del primero. Esta mejoría, aun siendo insuficiente, ha de conectarse con el alto nivel de abandono en los dos primeros cursos, lo que pone de manifiesto la adaptación del alumno que es capaz de continuar.

11.- Profesorado
En la actual estructura universitaria de base departamental resulta difícil acotar cual es el profesorado que realmente corresponde a cada centro, pues la dinámica de los Departamentos propicia cambios continuos en la actividad docente de los profesores, por encima de la adscripción formal  a  un centro determinado. Por ello con carácter meramente aproximativo podemos considerar que el profesorado de la Facultad de Derecho y sin perjuicio de que eventualmente impartan docencia en otras Facultades se encuentra integrado y distribuido de la siguiente manera:

Catedráticos: 


12 en activo, 2 en servicios especiales y 2 plazas en concurso

Titulares Universidad:
18 en activo, más 9 plazas en proceso de concurso público

Titulares Escuela:

 3

Asociados (TC):

17

Asociados (TP):

26

Becarios:


 
 5

Total profesores de los Cuerpos de Estado en activo:

37

Total profesorado contratado y becarios:



38

TOTAL:








75

Debe indicarse que la totalidad de los profesores de cuerpos del Estado en activo se encuentra con dedicación a tiempo completo. De este modo, el total de profesorado a tiempo completo (funcionarios y contratados) es de 54 docentes. Además, debe tenerse en cuenta que de los 26 profesores asociados a tiempo parcial casi la mitad de ellos en la práctica se dedican en exclusiva a la actividad universitaria, pues tienen pretensión de desarrollar carrera universitaria, siendo su vinculación parcial resultado exclusivamente derivada de los condicionantes de dotación económica a cada área de conocimiento. De igual forma, es muy elevado el porcentaje de profesores con título de Doctor en Derecho. 

Como los demás profesores universitarios españoles, los de la Facultad de Derecho de la Universidad de Cádiz no han recibido una formación específica de carácter docente y pedagógico, posiblemente porque las personas que los han formado, sus maestros, tampoco la tenían. Desde que dieron sus primeros pasos en  la Universidad, aprendieron a estudiar y saber mucho de sus respectivas materias, se enzarzaron en profundas investigaciones: trabajos de doctorado, tesis, comunicaciones a congresos, etc y ven como la actividad que mayor beneficio les reporta son las publicaciones y los posibles dictámenes o encargos de trabajo externo, de manera muy minoritaria. Ni han sido preparados para la docencia, ni adiestrados para utilizar con provecho para los alumnos las tutorías ni mucho menos las amplísimas posibilidades que hoy ofrecen las nuevas tecnologías. Es más, el joven profesor pronto comprueba que su dedicación a la docencia, su desvelo por hacer accesibles y amenas sus explicaciones, su preocupación por los alumnos, su disponibilidad hacia tareas de gestión y apoyo a los órganos de gobiernos es tiempo dedicado en balde, que a la larga no obtiene más reconocimiento que los tramos de docencia cuando sea funcionario y el agradecimiento del alumnado. En absoluto cuenta su dedicación docente para su carrera profesional.

No puede, por tanto, extrañar que los profesores confiesen que están motivados para la investigación y no para la docencia y que los alumnos perciban esta falta de motivación. Docencia e investigación aparecen así como actividades enfrentadas, por más que los discursos oficiales se hagan circular por donde se quiera: las plantillas docentes se articulan sobre números de créditos lectivos y de alumnos, sin que parezca contar la investigación. Ésta se financia a través de convocatorias específicas en la que no parece contar para nada la actividad docente. 

12.- Toma de decisiones en la titulación
Los órganos de gobierno de los Centros universitarios que imparten una determinada titulación, reducen su ámbito de toma de decisiones a los aspectos complementarios y de organización de las enseñanzas y a cuestiones colaterales y de infraestructuras que afectan, en particular, a las buenas condiciones de las instalaciones del Centro, organización de la impartición de la docencia, fomento y aportación de las condiciones de la investigación, fomento de actividades complementarias de formación del estamento discente, prestación de servicios a la comunidad universitaria que trabaja en el Centro, etc.

No obstante ello, y contradiciendo en cierto modo el modelo formulado por la legislación universitaria respecto de lo que habrían de ser las competencias y cometidos del Decanato, en la práctica el equipo decanal de nuestra Facultad ha ido asumiendo funciones cada vez más numerosas, que desbordan las que se podrían prever. Con carácter general el equipo decanal viene a asumir cuantas tareas docentes desbordan el ámbito estricto de lo que compete a un solo área de conocimiento. Por muy diversos procedimientos el equipo decanal ha venido asumiendo cometidos adicionales a los suyos propios por muy diversas vías: asignación por parte del Rectorado, acuerdo formal por parte de la Junta de Facultad, delegación más o menos formalizada por parte de los Departamentos y áreas de conocimiento, práctica universitaria de identificación del equipo como interloutor de hecho, etc. Así a título de ejemplo se podrían mencionar las siguientes cometidos que se vienen asumiendo en el momento actual.

En primer lugar, la coordinación del practicum, tanto en su vertiente interna como externa. A tal efecto, existe una Comisión de Practicum, pero ésta en la práctica no realiza sino tareas marginales, pues diversas razones determinan que no asuma todo el cometido que le corresponde: ausencia de cultura universitaria del desarrollo de responsabilidades docentes de ámbito superior a las individuales áreas de conocimiento, falta de estabilidad del órgano con integrantes cambiantes cada curso académico, falta de liderazgo del presidente designado anualmente. El resultado es que las tareas principales vienen siendo asumidas por la Secretaría de la Facultad, que en muchas ocasiones tienen carácter meramente administrativo, pero que a veces se sitúan también en el plano estrictamente docente. Particular empeño requiere la coordinación del practicum externo, teniendo en cuenta el importante número de convenios en desarrollo, la necesidad de desarrollar un contacto personalizado en cada caso tanto por lo que refiere a los profesionales que efectúan la labor de asesoramiento y tutorización, como por lo que afecta a los alumnos implicados, por la multitud de trámites variados que implica, etc.

En segundo lugar, la coordinación del programa Sócrates en la Facultad, tanto respecto de los alumnos de fuera que vienen a nuestra Facultad como de nuestros alumnos que salen fuera. Aunque el número de alumnos desplazados todavía es modesto, la tarea de coordinación requiere de igual forma una dedicación importante. En este terreno debe destacarse que la labor, particularmente por lo que refiere a nuestros alumnos que salen fuera, no es de carácter administrativo, sino muy próxima a funciones de naturaleza docente. En especial ello se manifiesta en la preparación y tutorización del programa de trabajo docente fuera, indicación de las materias a estudiar, integración de las mismas en su expediente académico y engarce con nuestra distribución de créditos en el Plan de Estudios. Se trata de una experiencia de notable utilidad y que está dando excelentes resultados, por lo que es previsible que en el futuro vaya a incrementarse. Paralelo a ello, la puesta en práctica del programa Séneca también está suponiendo ya un nuevo cometido a asumir por el equipo decanal.

En tercer lugar, la coordinación del trabajo fin de carrera, que de nuevo es materia que desborda por su ámbito a las áreas y departamentos. En este caso la labor suele ser de mera coordinación administrativa, si bien desde el punto de vista de los estudiantes sigue siendo el equipo decanal el interlocutor por excelencia. Como es obvio, ello desaparecerá de forma inmediata con entrada en vigor simultánea del nuevo Plan de Estudios.

En cuarto lugar, actividades de formación docente complementaria, más allá del curriculo formalmente recogido en el Plan de Estudio. Destaquemos a tal efecto, la iniciativa y/o apoyo a la organización de Jornadas o conferencias llevadas a cabo a lo largo del curso académico, como labor singularizada también en el ámbito docente.

En quinto lugar, la dirección y coordinación de un programa de doctorado en el que han estado integrados la práctica totalidad de los departamentos de la Facultad. Los requisitos cada vez más exigentes en atención a número de profesores implicados, unido al reducido número de matriculados, en el contexto de una Facultad de pequeñas dimensiones como es la nuestra, ha determinado una superior dificultad en que un departamento pueda asumir por sí sólo la organización de un programa de doctorado. Ello ha llevado a que el Decanato haya asumido la puesta en marcha de un programa de doctorado, por mucho que formalmente venga liderado por los departamento respectivos. Recientemente se ha recibido una interesante oferta desde la Universidad de Génova de colaborar en la organización de un doctorado en Derecho comparado, en el que se verían implicados profesores y alumnos de nuestra Facultad; de prosperar esta iniciativa, ello constituiría un nuevo proyecto en el que con seguridad se vería implicado el equipo decanal.

En sexto lugar, el asesoramiento inicial a los alumnos de nuevo ingreso respecto de las características de los estudios jurídicos, así como de la orientación respecto de las forma de acometer la decisiones personales que le afectan en cuanto a la secuencialidad del Plan de estudios.

En séptimo lugar, la organización de cursos de postgrado multidisciplinares. Así, durante el curso académico 2000-2001 se ha impartido, organizado por el decanato, el “curso de experto en género e igualdad de oportunidades”, con participación en la docencia de al menos cinco áreas de conocimiento. En la misma línea, para el curso académico 2001-2002 se ha pretendido organizar desde el decanato, que ha asumido también en este punto la función de difusión internacional de la Facultad, un título de experto/a en sistemas judiciales y relaciones internacionales, dirigido a Magistrado de Corte argentinos.

La acción de los Departamentos está, de hecho, cubierta en los aspectos más relevantes por las Áreas de Conocimiento que los integran. Éstas funcionan como unidades autónomas y decisorias en lo que se refiere a las materias de docencia e investigación, extendiendo su radio de actuación en bastantes casos a varios Centros y titulaciones. Son, pues, las Áreas de Conocimiento y, en muchos casos, las personas responsables de la docencia de las asignaturas, quienes preparan los programas, deciden la extensión de los distintos temas, establecen el régimen de clases y asistencia, confeccionan la bibliografía, determinan el tipo de pruebas, fijan los criterios de evaluación, etc. sin ningún tipo de control, ni coordinación. Ello es debido a la artificiosidad de los Departamentos y al carácter arbitrario de su constitución, lo que tiene su causa en la inadecuación de esta estructura en el ámbito de las ciencias jurídicas, donde si bien es cierto que existe una gran afinidad de las diversas materias que justifica en algunas Universidades  la existencia de un único departamento que aglutina a la totalidad de las áreas de conocimiento jurídicas, no lo es menos que cada Área de Conocimiento tiene unos perfiles y una personalidad tan acusados que resulta casi imposible, sin forzar las cosas en exceso, el tratamiento más o menos homogéneo que presupone la idea de Departamento. Por otro lado, la problemática de cada Área de Conocimiento, ámbito en definitiva del desarrollo profesional de los profesores, tiene sus propios rasgos a nivel nacional, lo que condiciona poderosamente su funcionamiento.

Creemos poder afirmar que, salvo en los casos en que Departamento y Área de Conocimiento coinciden, como ocurre con Derecho Mercantil y Derecho del Trabajo y Seguridad Social, los Departamentos son meras estructuras administrativas de encuadramiento de diversas Áreas, sin funciones efectivas ni en la docencia ni en la investigación.

En consecuencia, la escasa coordinación en cuestiones, como se ha de ver periféricas y de carácter organizativo en el sentido más superficial del término, se realiza desde el equipo decanal y respecto de las distintas Áreas de Conocimiento, encuadradas en los Departamentos pero sin conexiones entre sí.

Este modo de funcionar tiene una larga tradición que no ha sido interrumpida ni modificada tras la aparición de los Departamentos, siendo el titular del Vicedecanato para los temas académicos quien se ha ocupado de esa mínima coordinación consistente en acomodar horarios, asignar aulas, compatibilizar asignaturas, establecer rutas curriculares de cuatro y cinco años, ajustar calendarios de exámenes, satisfacer intereses de horarios, etc. Todo ello mediando acuerdo en Junta de Facultad. Puede observarse pues como, salvo en lo atinente a las rutas curriculares –de carácter oficioso y meramente orientativas- la acción coordinadora del equipo decanal queda reducida a cuestiones, muy importantes desde el punto de vista cotidiano, pero alejadas de  los aspectos sustantivos de la docencia y la investigación.

La dirección del Centro está confiada al Decano de la Facultad y al “equipo” de personas por él designadas que está y ha estado siempre formado por dos Vicedecanos  y un Secretario. Las funciones encomendadas a los miembros de la dirección del Centro han sido, sustancialmente, las mismas en sus cometidos esenciales.

Decano: Asume la responsabilidad de dirigir el Centro y la representación de la Facultad de Derecho y delega y coordina los diferentes campos de actuación. Determinados cometidos nuevos o especiales, tales como Biblioteca, Aula de informática, Salas de estudio y otros puede encomendarlo a uno u otro de los Vicedecanos teniendo en cuenta las circunstancias o la situación y cargas de éstos.

Los Vicedecanos: en línea de principio, uno se encarga de todo lo que puede quedar englobado con el rótulo “asuntos académicos”, esto es, todo lo referente a la organización del curso, impartición de clases, distribución de aulas, horarios de clase, calendario de exámenes, cursos de doctorado, etc.; el otro, gestiona lo que puede quedar abarcado por la expresión “asuntos económicos” que hay que referirlo a la participación, mediante propuestas a la Gerencia de la UCA, en la elaboración del Presupuesto y, una vez aprobado por la Junta de Gobierno, a su gestión, ejecución y liquidación así como velar por el buen estado y correcto funcionamiento de las infraestructuras del Centro.

La Secretaría: Además de asumir las funciones normales propias de este tipo de órganos, asiste al Decano en sus funciones generales de dirección y de representación de la Facultad, lo cual ha supuesto un aumento importante de trabajo con la puesta en marcha de los acuerdos para la realización del practicum externo.
La Junta de Facultad es el órgano colegiado de gobierno de la Facultad al que llegan los asuntos tanto de los órganos centrales de la Universidad de Cádiz, como de los Departamentos así como los netamente del Centro que se presentan por el equipo decanal. Su composición, debe reflejar en todo lo posible la realidad del Centro, esto es, que estén presentes o representados todos los grupos de personas o estamentos que están presentes en el Centro y que desempeñan distintas actividades o funciones, cada grupo con una representación mínima adecuada. 

La cultura universitaria que contempla a la Junta de Facultad como el órgano decisorio supremo del centro se encuentra muy arraigada dentro de nuestra Facultad de Derecho. Por ello, por mucho que la reciente reforma legislativa haya convertido a esta Junta en un mero órgano consultivo, no es previsible que se vea alterada su función en el futuro. Más aún, se estima razonable que siga siendo así, es decir, que la misma actúe como instancia de formación de la voluntad del centro y, por tanto, que adopte decisiones efectivamente vinculantes tanto para el equipo decanal como para el conjunto de la comunidad universitaria del centro.


IV. EVALUACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN

1.- Introducción

Como presupuesto previo al análisis y exposición de datos de este concreto objeto de evaluación, se ha constado la notable dificultad para valorar de una forma cualitativa la producción científica del profesorado y personal investigador de la titulación. Entre otras razones que avalan esta conclusión podríamos destacar las siguientes: la variedad de parcelas jurídicas en las que se insertan las investigaciones, la imposibilidad de catalogar en función de la calidad la multitud de medios de difusión que se utilizan como vehículo para dar a conocer dichas investigaciones, la imposibilidad de una valoración seria y objetiva respecto de la calidad de unos trabajos cuya evaluación es objeto, anualmente, del análisis de un comité de expertos designado al efecto para la concesión de los tramos de investigación.

En la metodología del análisis de este apartado se han seguido como instrumentos más idóneos de evaluación, en primer lugar, las audiencias por grupos concretos: Directores de Departamentos, Directores de grupos de investigación, Profesores de la titulación y alumnos tanto de Tercer Ciclo como de la Licenciatura y, en segundo lugar, la información recabada del personal docente e investigador relativa a todos aquellos elementos o factores que en alguna forma suponen objeto evaluable en investigación, así como la extraída de las memorias de investigación de los grupos en su última solicitud dentro del III Plan Andaluz de Investigación.

Mientras las audiencias nos han resultado de interés, en la medida en que nos ofrecen opiniones suficientemente representativas de la política de investigación y su proyección al campo jurídico, así como de la repercusión recíproca de esta concreta faceta del profesor universitario y las restantes actividades -docente y de gestión-, los datos cuantitativos obtenidos son suficientemente representativos de la actividad investigadora realizada y de su relación con la infraestructura de que se dispone.

2.- Las áreas científico jurídicas dentro de la Universidad

La docencia impartida en el centro y, por ende, el profesorado que la imparte se encuentra prevalentemente vinculado al conjunto de los estudios englobados en las ciencias jurídicas. Junto al mismo están presentes otras disciplinas de integración en otros campos del saber y del conocimiento no estrictamente jurídicas, pero si bastante próximas por su pertenencia al ámbito más amplio de las ciencias sociales: economía general y contabilidad, sociología, historia moderna y contemporánea. Ahora bien, diversas circunstancias nos han determinado a enfocar este apartado exclusivamente respecto de los estudios de carácter jurídico: el carácter cuantitativamente marginal de ese otro profesorado, su vinculación a unidades investigadoras externas a la Facultad, las características comunes y singularidades propias de la investigación jurídica, el mayor desconocimiento en datos y valoraciones de los resultados de investigación en esos otros campos, etc. 

Como elemento de contraste, debe advertirse también que la investigación jurídica en nuestra Universidad no se concentra sólo en el profesorado y personal investigador de nuestra Facultad. En correspondencia con el modelo de la Ley de Reforma Universitaria, se ha ido extendiendo la presencia de la impartición de las disciplinas jurídicas en otras titulaciones y, con ello, la ubicación de profesorado en otros centros a los efectos de responsabilizarse de tales materias. Eso sí, ese profesorado no sólo está integrado en las áreas de conocimiento de carácter jurídico, sino que sobre todo lo hace a los efectos de las tareas de investigación. El referente de su investigación es el jurídico, su punto de referencia de estudio lo es la Biblioteca de nuestra Facultad y, en definitiva, los grupos de investigación en los que se integran tienen su sede en lo organizativo y en lo material en nuestro centro. Por ello, no puede escindirse una y otra condición, de modo que el análisis que sigue habrá de tomar en consideración necesariamente a este otro profesorado . 

Como peculiaridades de las áreas científicas de nuestra titulación comenzaríamos por señalar dos notas que las singularizan dentro de la Universidad de Cádiz en particular e incluso de las ciencias en general. En primer lugar la naturaleza intrínsecamente no universalista de las materias jurídicas, por cuanto que al tener por objeto el análisis concreto de un ordenamiento jurídico, suele tener como referente principal al Derecho nacional. Consecuentemente con lo anterior, la lógica necesidad de dar difusión y conocimiento, de un modo directo e inmediato, a las investigaciones en dichas materias dentro del ámbito de actuación que les es propio y en el que naturalmente tienen su efecto, el ámbito nacional. En segundo lugar, la tendencia al desarrollo de la investigación a través de un trabajo muy individualista y personal de cada sujeto.

La primera de las cuestiones apuntadas, el particularismo de la materia jurídica, requiere una aclaración. En general las áreas científico jurídicas se caracterizan por su dimensión nacional, particularmente las que toman como referencia el Derecho positivo. Es cierto que siempre pueden identificarse ciertas excepciones en algunas Áreas de conocimiento, más acentuada en áreas tradicionales de conformación más histórica, teórica o transnacional, como puede se el Derecho Romano, el Derecho Canónico, el Derecho Internacional, el Derecho Comunitario, la Filosofía del Derecho. Estas materias, efectivamente, en ocasiones tienen una dimensión universalista. No obstante, incluso en estos casos, bien por efecto reflejo derivado del resto de las áreas jurídicas o bien por la conformación de escuelas académicas en el ámbito estrictamente nacional, también en ellas tiende a reproducirse este formato de desarrollo y difusión de la investigación en un ámbito prevalentemente nacional.

De otra parte, es hoy una realidad que no podemos obviar la acusada tendencia de las áreas jurídicas hacia una dimensión extranacional,  favorecida por el movimiento político globalizador que lleva a potenciar los estudios de Derecho comunitario y de Derecho comparado, ello todavía se encuentra en potencia y, en ningún caso, hace desaparecer la dimensión nacional de la mayoría de los trabajos de investigación en las ciencias jurídicas.

Este hecho, que singulariza a las ciencias jurídicas, tiene una consecuencia importante en el proceso general de evaluación de la investigación, cual es la peculiaridad de que la divulgación de los trabajos científico-jurídicos plantea respecto de los criterios generales aplicables en la valoración del aspecto investigador. Ello es así, porque la realidad es que existen multitud de revistas jurídicas –tanto generales como especializadas- que sirven de medio de difusión para aquel tipo de investigaciones y porque, además, las mismas, necesariamente, son publicaciones de carácter nacional sin que ello suponga en absoluto un demérito, sino una lógica correspondencia con la naturaleza estatal o nacional de la materia que trata de difundir. Estas dos realidades tienen dos consecuencias que conviene apuntar: a) la superior dificultad cuando no imposibilidad, declarada por el Consejo de Universidades, de elaborar un catálogo de revistas jurídicas en función de su calidad, y b) la arbitraria clasificación de las mismas dentro de las categorías “de difusión nacional” o “de difusión internacional”, en cuanto que ello no comporta mayor valía del resultado investigador, puesto que muchas de las revistas jurídicas (por no decir todas) son susceptibles de ser transmisoras y divulgadoras del quehacer jurídico de cada Estado y, por tanto, de interés internacional. Más aún, podría llegar a afirmarse que en el ámbito jurídico la calidad del producto se invierte en función del ámbito de proyección en la publicación del resultado investigador. En efecto, en muchas ocasiones la publicación de un estudio jurídico en una revista de difusión internacional tiene un carácter más divulgativo que innovativo o propositivo, en atención a la diversidad de sus destinatarios y a una imposibilidad de entrar en análisis de mayor profundidad a la vista del back ground de conocimientos por parte del lector.

Una segunda característica definitoria de las investigaciones jurídicas es su fuerte tendencia hacia el trabajo individual, al menos en su conformación más tradicional. El proceso de investigación jurídica y, con él, la difusión entre la academia universitaria de sus resultados, de forma clásica ha sido un trabajo muy personal de cada uno de los profesores. De este modo, se advierte un cierto proceso de autosuficiencia de cada investigador por separado, al tiempo que se conforma un investigador tipo refractario a lo que constituye la disciplina propia de una investigación en grupo. Por contraste a ello, la evolución de la investigación, en todos los campos del saber, marcha aceleradamente hacia un proceso de conformación de investigaciones en grupos. A lo anterior no son ajenos, ni mucho menos, los estudios jurídicos, que por su complejidad, exigencias de especialización y requerimientos sociales de resultados más inmediatos, están exigiendo cada vez más la conformación de grupos de investigación auténticos, que procedan a trabajar conjuntamente, más allá del dato formal o burocrático de la afluencia de fondos económicos a grupos y no a individualidades. Eso sí, ese proceso tiene que romper con una fuerte tradición de investigación individual en lo jurídico, porque es un sistema más reciente el del trabajo en grupo y porque ello en ningún caso va a hacer desaparecer la importancia cuantitativa y sobre todo cualitativa de la investigación individualizada.

3.- Estructura y relaciones internas y externas


La legislación universitaria ha diseñado un modelo concebido más para Universidades de grandes dimensiones de personal y medios, ignorando o desconociendo la actual realidad: una proporción relevante de Universidades de pequeña dimensión en cuanto a tales elementos. Este hecho ha tenido y sigue teniendo consecuencias poco afortunadas en Facultades como la nuestra, puesto que en ella los Departamentos hubieron que ser constituidos, necesariamente, agrupando Áreas de conocimiento diversas, con los consiguientes perjuicios, al menos en cuanto a investigación. Las características de nuestros Departamentos son las siguientes:

Departamentos integrados por una sola Área de conocimiento:

· Departamento de Derecho Mercantil

· Departamento de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social

Departamentos integrados por diversas Áreas de conocimiento:

· Disciplinas jurídicas Básica:  
Derecho Constitucional





            
Derecho Eclesiástico del Estado

         


            
Historia del Derecho y de las Instituciones

·  Derecho Público:


Derecho Financiero y Tributario





                       

Filosofía del Derecho

                                              

Derecho Administrativo

· Derecho Privado:


 Derecho Civil

      




 Derecho Romano







 Derecho Internacional Privado

·  Derecho Internacional Público,

   Penal y Procesal:


Derecho Internacional Público







Derecho Penal

                        


Derecho Procesal


Esa diversidad ha incidido de forma negativa en la implicación del Departamento como unidad estructural en el terreno de la investigación de las áreas de conocimiento que lo integran, máxime cuando la tarea investigadora no se vincula directamente ni tan siquiera a las áreas de conocimiento sino a los Grupos de investigación. Se advierte un escaso interés del Departamento en la actividad investigadora de sus miembros y en el proceso de gestión de la investigación (organización, dirección, información).

Ello es más relevante y significativo cuando se observa, sin embargo, lo contrario,  en aquellos pocos supuestos en nuestra titulación en los que existe coincidencia entre Departamento y Área de conocimiento. Los resultados respecto del interés y preocupación del Departamento por la actividad investigadora de sus integrantes, todos ellos pertenecientes al mismo área de conocimiento, son sustancialmente distintos, pues, además, esa coincidencia llega en algunos casos (Mercantil y Trabajo) a la identidad Departamento-Grupo de Investigación, lo que indudablemente favorece la gestión de la actividad investigadora.

Como resultado de las opiniones vertidas en las audiencias en relación con la cuestión precedente, puede apuntarse lo siguiente. De un lado, que existe la opinión generalizada de que el elemento integrador básico ha de ser el Área de conocimiento. Y ello porque tal circunstancia redunda en una homogeneidad  que indiscutiblemente favorece la investigación de sus miembros. De otra parte, también es unánime la afirmación de que, aún reconociendo que el elemento interáreas es importante en cuanto que puede ser favorecedor de la investigación pluridisciplinar,  no es imprescindible que esa pluralidad de áreas haya de coexistir necesariamente en un mismo Departamento, sino que se lograría con grupos de investigación de tal carácter plural.


Los grupos de investigación son una categoría que se genera como consecuencia de la política de investigación seguida por la Administración autonómica o nacional, y se concretan en una figura que en muchos casos es ficticia, al no responder a una verdadera investigación en equipo que es lo que realmente está en la base de su creación. Esto ha llegado incluso a reconocerse en la conclusión del documento expositivo del III Plan Andaluz de Investigación, que  indica que “no es por ello inadecuado valorar positivamente la investigación coordinada dentro de un equipo aunque eventualmente funcione internamente con diferenciación de tareas”.  

No obstante el personal docente e investigador de nuestra titulación se ha ido adaptando progresivamente a los nuevos esquemas, puesto que en la misma han desarrollado una importante actividad un elevado número de grupos de investigación en atención al número total de profesores de las áreas jurídicas de la Universidad de Cádiz, unos consolidados y otros no, que desarrollan su actividad en el seno, principalmente, de Departamentos pluridisciplinares. 

Por lo que refiere a los grupos de investigación que actúan conforme al Proyectos Nacionales de Investigación, en el seno del Plan General del Conocimiento convocados por el Ministerio de Educación, Cultura y Deportes, en el momento actual, se pueden referir los siguientes proyectos:

Proyecto PB98-0384-c04-03

Denominación: Inquisición y censura en la España de la ilustración

Investigador principal: García Ulecia, Alberto

Área conocimiento: Historia del Derecho y de las Instituciones

Proyecto  BJU2000-0281

Denominación: Los orígenes históricos de la noción de derecho subjetivo

Investigador principal: Carpintero Benítez, Francisco

Área de conocimiento: Filosofía del Derecho

Proyecto: PB98-0573

Denominación: Las relaciones laborales de las pequeñas empresas

Investigador principal: Cruz Villalón, Jesús

Área de conocimiento: Derecho del Trabajo y Seguridad Social

Proyecto: PB98-0570

Denominación: Las nuevas perspectivas del Derecho Administrativo

Investigador principal: Morillo-Velarde Pérez, José Ignacio

Área de conocimiento: Área de Derecho Administrativo

Proyecto: PB98-0591 

Denominación: Nuevo enfoque de las estructuras básicas del Derecho Privado patrimonial

Investigador principal: Gavidia Sánchez, Julio Vicente

Área de conocimiento: Derecho Civil

Proyecto BJV2000-0256

Denominación Violencia y género: respuestas jurídicas a problemas sociales

Investigador principal: Paz M. De la Cuesta Aguado

Área de conocimiento: Derecho Penal y Derecho del Trabajo

Proyecto:BJV2000-0274

Denominación El Derecho Islámico sobre el estatuto de los musulmanes y su eficacia en el Derecho español

Investigador principal: Agustín Motilla de la Calle

Area de conocimiento: Derecho Eclesiástico

En cuanto al Plan Andaluz de Investigación, como proyectos vivos cabe mencionar los siguientes:

SEJ 133, “Estudios Jurídicos internacionales y europeos”, grupo interuniversitario, Áreas de Derecho Internacional Público de las Universidades de Granada, Almería, Jaén y Cádiz, investigador principal Diego J. Liñán Nogueras.

SEJ 146, “Cuestiones de Derecho Internacional y Derecho Comunitario Europeo”, grupo interuniversitario, Áreas de Derecho Internacional Público de las Universidades Pablo de Olavide y Cádiz, investigadora principal Lucía Millán Moro. 

SEJ 152, “Cátedra de Derecho administrativo de Cádiz”, Departamento de Derecho           Público, Área de conocimiento de Derecho Administrativo, investigador principal José Ignacio Morillo-Velarde Pérez.

SEJ 161, “Derecho Uniforme del Comercio Internacional”, Departamento de Derecho Mercantil, Área de Derecho Mercantil, investigador principal Rafael Padilla González.

SEJ 203, “Instituciones y derechos en el ordenamiento jurídico español”, Departamento de disciplinas jurídicas básicas, Área de conocimiento Derecho Eclesiástico del Estado, investigadora principal Sara Acuña Guirola. 

SEJ 226, “Relaciones patrimoniales y su protección”, Departamento de Derecho Privado, investigadora principal Carmen García Vázquez.

SEJ 287, “Proceso y Empresa”, Departamento de Derecho Internacional Público, Penal y Procesal, Área Derecho Procesal, investigador principal Arturo Álvarez Alarcón.

SEJ 297, “Cambios tecnológicos e influencias sobre las relaciones laborales”, Departamento de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, Área Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, investigador principal Jesús Cruz Villalón.

SEJ 320, “La comparación en Derecho constitucional: tendencias contemporáneas”, Departamento de Disciplinas jurídicas básicas, Área de conocimiento Derecho Constitucional, investigador principal Miguel Revenga Sánchez.

SEJ 327, “Contratos y Derechos de familia”, Departamento de Derecho Privado, Área de Derecho Civil, investigadora principal María Paz Sánchez González.

SEJ 357, “El estatuto del contribuyente desde una perspectiva constitucional y europea”, Departamento de Derecho Público, Área de conocimiento de Derecho Financiero y Tributario, investigador principal Adolfo Martín Jiménez.

SEJ 361, “Estructuras básicas del Derecho privado”, Departamento de Derecho Privado, investigador principal Julio Gavidia Sánchez.

SEJ 378, “Sistema penal y derechos de los trabajadores”, Departamento de Derecho Internacional Público, Penal y Procesal, investigador principal Juan Terradillos Basoco.

SEJ 386, ”Derecho penal y nuevas tecnologías”, Departamento de Derecho internacional Público, Penal y Procesal, investigadora principal Mª Paz de la Cuesta Aguado.


Junto a los mismos, permanecen como tales grupos de investigación, aun cuando en los momentos actuales no perciban subvención específica de parte el Plan Andaluz de Investigación, los siguientes:

SEJ 192, “Nuevas Perspectivas de las relaciones conctratuales”, Departamento de Derecho Privado, investigadora principal Evelia Muñoz Sánchez-Reyes.

SEJ 213, “Seminario de Filosofía del Derecho”, Departamento de Derecho Público.


Por lo demás, debe indicarse también que algunos profesores de nuestra Facultad se encuentran integrados en otros grupos de investigación cuyo investigador principal no pertenece a nuestra Universidad, por lo que no constan en la relación oficial de la Universidad de Cádiz, si bien ello no desmerece de su integración dentro de importantes redes de investigación en nuestro país.


En definitiva, puede decirse que con este elenco de grupos de investigación la integración del profesorado e investigadores en esa figura es plena y que, por tanto, se ha producido una adecuación a las líneas directrices de la política investigadora impuesta. De este modo, no puede sino valorarse muy positivamente la existencia actualmente de cuando menos 14 grupos de investigación del Plan Andaluz de Investigación, más 5 Proyectos de Investigación del Plan General del Conocimiento a nivel nacional, dentro de un centro de dimensiones reducidas como es el nuestro, con un total de 14 áreas de conocimiento jurídicas, así como 55 profesores y becarios dedicados a tiempo completo a la actividad universitaria. Eso sí, conviene recordar que el número de profesores a contabilizar es superior, pues se integran también en estos grupos el personal que imparte docencia en otros centros pero que por su especialización jurídica establece estrechos lazos de vinculación a la Facultad y a las áreas de conocimiento jurídicas en lo que refiere a su actividad investigadora.  

Por lo que refiere al doctorado, la entrada en vigor del Real Decreto 778/1998 de 30 de abril y la correspondiente normativa que lo desarrolla de la UCA ha exigido un esfuerzo de adaptación importante  especialmente a Facultades de tamaño medio como la nuestra.


El reto planteado por la reforma se ha abordado ofreciendo durante  los bienios 1999-2001 y 2000-2002 sendos programas de doctorado en el que se han implicado todos los departamentos de la Facultad bajo un tema de investigación común, abordado desde las diversas perspectivas de cada área de conocimiento. El esfuerzo se ha visto recompensado con una buena aceptación por parte del alumnado, con una matrícula significativa durante estos dos últimos años.



Cabe destacar, además, el significativo incremento de tesis doctorales leídas en los últimos cinco años en la Facultad de Derecho de Jerez, y el alto nivel de calidad que presentan la mayoría de ellas.


Este número importante en proporción a los medios de nuestra Facultad parece mantenerse en los nuevos programas de doctorado, que han significado la consolidación de la formación de alumnos de doctorado extranjeros en nuestra Facultad, si bien, pese a que  las solicitudes de admisión de alumnos extranjeros para realizar las tesis doctorales es elevado, solo un pequeño porcentaje –en torno al 10%- consigue ver satisfechas sus aspiraciones pues dependen de las becas del AECI. En el momento actual están en fase muy avanzada de elaboración de sus tesis doctorales hasta un total de 3 hispanoamericanos que disfrutan de las referidas becas AECI.

En definitiva, es relevante el ritmo de tesis doctorales que se vienen defendiendo públicamente en nuestra Facultad a lo largo de los últimos años, siempre relacionando dichas cifras con las dimensiones del Centro y, en particular, con el número de profesores funcionarios con plena capacidad investigadora con posibilidades por tanto de dirigir tesis doctorales:

	
	1997
	1998
	1999
	2000

	Tesis defendidas
	6
	5
	6
	9


Ha resultado muy significativa la unanimidad que han mostrado los responsables de Grupos de Investigación respecto de aspectos concretos relativos a la investigación y su relación respecto de la Universidad como ente institucional. A la pregunta ¿Existe una política de investigación en la Universidad?  la respuesta ha sido, “no, no existe”. A la de ¿Existe información relativa a investigación y sus cauces? La contestación ha sido, “sí”. Se hace preciso que ese exceso de información se canalice, generándose pues la necesidad de recopilar, leer, seleccionar, aprehender y realizar las múltiples gestiones administrativas que requiere el rellenar los correspondientes formularios a efectos de investigación. 

A la pregunta  ¿Existe financiación de la tarea investigadora? La respuesta afirmativa general también es objeto de matización, en el sentido de que la financiación de la actividad investigadora está destinada en gran parte –por no decir en exclusiva- a equipamiento e infraestructura, no contemplándose el aparato bibliográfico –primordial en nuestro campo investigador- como material susceptible de ser financiado de manera específica.  Además se hacen expresas manifestaciones en torno a que se atiende escasamente y con muchos inconvenientes las solicitudes de financiación del profesorado y personal investigador para la asistencia a congresos, seminarios, jornadas, etc., condicionando esa financiación a excesivos trámites formales, lo que desmotiva al profesorado.

Por lo que respecta a instalaciones e infraestructura apropiada para la específica tarea investigadora –principalmente equipos y material informático-, es representativa la opinión de los responsables de Grupos de Investigación, en cuanto que señalan que aquellas resultan insuficientes. Esta respuesta se amplía, con la indicación de que la infraestructura que se obtiene por los canales de investigación redunda en beneficio de las áreas de conocimiento en las que están insertos los grupos de investigación. Y ello es así porque la escasez de medios de los que disponen los Departamentos por vía normal de financiación, que no es otra que la atribución de los presupuestos generales de la Universidad, resulta  insuficiente para atender las necesidades del profesorado integrado en aquellos. 

Por lo que respecta a instalaciones específicas, solamente en el caso de un único Grupo de investigación se ha hecho alusión a su necesidad, por razones de que en ellas se depositen fondos bibliográficos, donados expresamente y por tanto afectos al Grupo, que en el caso específico tienen un cuantioso valor tanto desde un punto de vista material como sustancial. Los demás responsables de Grupo no ven esa necesidad porque, aunque los medios destinados a adquirir fondos bibliográficos son escasos, todos los grupos los depositan en la Biblioteca de la Facultad, y por tanto los ponen a disposición de todos los profesores y alumnos no solamente de nuestra titulación sino de todas las que integran la Universidad. Esto puede ser constatado con los datos económicos de la biblioteca. En general, la centralización de los fondos bibliográficos en la Biblioteca de la Facultad, sin que las áreas y departamentos tengan depósitos propios es valorada positivamente: garantiza menores pérdidas, una mejor organización y registros de los fondos adquiridos, una utilización por un mayor número de investigadores, unas tareas administrativas centralizadas, etc. 

De este hecho derivan dos consecuencias interesantes. De una parte, la evidencia de que en las ciencias jurídicas es escaso el funcionamiento del grupo de investigación como equipo permanente, sólido y cerrado. En las más de las ocasiones el grupo como tal sólo es el requisito para que la investigación cuente como elemento de obtención de financiación para quienes lo integran puedan llevar a cabo una investigación que realizan a título individual. Y, de otra, que el incremento más sustancial desde el punto de vista cuantitativo de fondos bibliográficos obtenido por la Facultad corresponde a la inversión que los grupos hacen en tal concepto; el grueso de los recursos económicos que los grupos obtienen se destinan a ese tipo de adquisiciones.


Son variadas las opiniones vertidas por el profesorado y por los responsables de Grupos de Investigación respecto de la formación en materia de investigación que la Universidad proporciona a los profesores. Ha de tenerse en cuenta  como premisa en esta cuestión la plena admisión del hecho del carácter individualizado, propio de la investigación en este ámbito de las ciencias jurídicas. De hecho el documento expositivo que sirve de base al III Plan Andaluz de Investigación, así lo ha reconocido cuando recoge la siguiente referencia: ”no es conveniente sobreponderar las investigaciones interdisciplinares… ni la valoración a ultranza de la investigación colectiva en detrimento de la investigación individual…”. Debido a ello la formación del investigador en el campo jurídico exige un esfuerzo del individuo. A estos efectos suele ser importante la influencia del investigador principal y, más exactamente, de quienes intervienen como directores de las tesis doctorales que, en una primera fase de la investigación influyen con intensidad sobre los métodos y técnicas de investigación respecto de quien se aproxima por primera vez a la investigación jurídica. También en ocasiones, los compañeros del mismo nivel sirven de “consejeros” a la hora de desarrollar la tarea investigadora. Sin embargo, en muchas ocasiones los métodos precedentes tienen mucho de voluntaristas, por lo que se echan en falta en ocasiones ciertos apoyos más institucionalizados en lo que refiere a la formación de investigadores

Conviene decir a este respecto que la orientación del actual doctorado sí prevé entre sus finalidades ofrecer al alumno de Tercer Ciclo unos cursos formativos en materia de metodología de la investigación. Eso sí, en muchas ocasiones esos cursos adolecen de exceso de teorización y escasez de utilidad práctica, aparte de que quienes imparten esa  formación en lo metodológico aportan más su experiencia personal que un conocimiento sistemático de las técnicas metodológicas de investigación. Además, esa “preocupación” por la formación en los nuevos recursos que facilitan la investigación, no contempla al profesorado como sujeto al que se debe atender y dar apoyo. En definitiva, en muchas ocasiones el resultado es el de una formación autodidacta, con el consiguiente perjuicio, ya que el tiempo empleado en esa actividad se incrementa de manera importante respecto de que se invertiría si se dispusieran de cursos específicos de formación.


En consecuencia, si bien lo que es estricta formación y aprendizaje en la tarea investigadora no requiere de un importante y cuantioso apoyo que implique un coste económico elevado, sin embargo, las nuevas técnicas que favorecen y facilitan la tarea, como son internet, específicas técnicas de búsqueda de documentos, jurisprudencia y bibliografía relativa a temas puntuales, el empleo de métodos tecnológicos para el análisis de datos que requerirían de una atención especial, si deberían contar con un mayor apoyo y dedicación institucional, de manera que se pusiera al servicio del profesorado de la titulación jornadas o seminarios con ese específico contenido.

En cuanto a la conexión investigación/Facultad, debe apuntarse que hoy día sus equipo decanal carece de competencias a los efectos de fomentar y facilitar la investigación. De hecho, el servicio de biblioteca depende directamente del Rectorado, las adquisiciones de infraestructura y medios informáticos también exceden de las responsabilidades del Decanato y, cualquier petición relativa a investigación  requiere acudir a los unidades administrativas externas al mismo. Es una realidad hoy día que la vía para obtener fondos para investigación se ubica en ámbitos externos al centro como tal. 


Conviene en este punto reseñar dos factores o elementos de interés que hacen patente la afirmación anterior. El primero que, dada la  premisa precedente, es lógico que no exista queja del profesorado dirigida a la Facultad como institución respecto a la infradotación de medios bibliográficos y de personal administrativo de apoyo. El segundo que se aprecia un unánime deseo de que este concreto órgano de gestión universitario, asuma tareas en materia de investigación relativos a: canalización de información en esta materia; coordinación de las actividades de investigación de la Facultad; facilitar y promocionar el intercambio y la relación entre los responsables de Grupos de Investigación. Una de las fórmulas posibles al efecto sería el de la creación de un Vicedecanato que tuviera como cometido específico el apoyo a la investigación que se desarrolla en el centro.


Se aprecia una queja muy extendida entre el profesorado relativa al excesivo tiempo que se invierte en tareas administrativas, a veces incluso burocráticas, destinadas al proceso de investigación, formalización de múltiples impresos para la solicitud de fondos económicos con destino a los grupos de investigación, para la petición de ayudas, para la constitución y gestión de proyectos I+D, sin que ello redunde en una compensación que satisfaga ni siquiera medianamente las expectativas de una financiación adecuada para posibilitar la compra de monografías especializadas y otro material de investigación. Lo reducido de las cantidades concedidas resulta desproporcionado respecto del tiempo invertido al efecto, máxime cuando, como se ha dicho en las audiencias, “la creación de unos grupos de investigación es un medio recaudatorio”. 

También se ha hecho referencia a la ausencia de dotación de personal administrativo a los exclusivos efectos de la investigación. La ausencia en nuestra titulación de personal administrativo cualificado en materia de investigación que esté al servicio de los grupos de investigación es otro de los déficits advertidos. Si tenemos en cuenta la separación, que ya hemos apuntado, Departamento/Investigación y que son aquellos quienes cuentan con personal administrativo a su servicio (aunque también escaso), este personal realiza tareas menores en la medida de sus posibilidades en esta materia, pero que no llegan a colmar las necesidades de los grupos de investigación y de sus miembros respecto de tareas colaterales a las estrictas de investigación.

De otra parte los profesores, en las audiencias referidas, han puesto de manifiesto también que la especialización que exige el grupo de investigación a sus miembros, si se es coherente con las líneas de investigación, en ocasiones constituye un handicap, tanto respecto de lo que puede constituir el objeto de su personal investigación en un momento dado, como en la valoración del profesor en otras facetas (concursos, miembro de Tribunal de Tesis, etc.).

También se han evidenciado algunos datos demostrativos del conformismo del profesorado de nuestra titulación con el sistema. En la constitución de grupos, a veces, resulta decisiva la afinidad personal de sus integrantes. Ello puede valorarse positivamente, en la medida en que se espera que de resultas de la constitución del grupo se desarrolle una mínima investigación en equipo. Eso sí, la afinidad personal no debe constituir el único norte que guíe la selección, pues lo normal es que se responda a la efectiva producción científica y a una concreta línea de investigación. Esto último también se produce en ocasiones, siendo prueba de ello que muchos de los grupos constituidos giran en torno al área de conocimiento y cuando se agrupan varias áreas las afinidades, además de personales, pueden residir en identidad de preocupaciones por contenidos de la investigación a desarrollar.

Somos consciente de que la política de investigación seguida por la Administración en los últimos tiempos se ha hecho eco de las especificidades de las ciencias jurídicas en materia de investigación. Así, en el último Plan de Investigación se le da un tratamiento particularizado a este tipo de ciencias. Esto último lo constatamos por algunas afirmaciones contenidas en la introducción que el texto del III Plan Andaluz de Investigación hace en el punto XXVII relativo a las ciencias económicas, sociales y jurídicas “La experiencia puesta de manifiesto con los anteriores planes, revela la necesidad de singularizar el tratamiento que ha de darse al apoyo a la investigación en las materias que comprenden este Área del Plan”; “entre otras peculiaridades hay que destacar la inconveniencia de medir en todo caso la calidad con base en la financiación externa, ya que los productos de la investigación en estos campos no siempre cuentan con ese apoyo”. En conclusión en materia de investigación augurarse un futuro más alentador. Sin embargo, se estima que tal sesgo hoy en día sigue siendo insuficiente, de modo que aún no se pondera debidamente el hecho diferencial de la investigación en el ámbito de las ciencias jurídicas.

Otro dato que nos parece interesante destacar es la necesidad de muchos profesores de simultanear las tareas docentes e investigadoras con su dedicación a otras relativas a la gestión y administración universitaria. 

Por lo que respecta a la relación entre investigación y docencia, las opiniones vertidas por el profesorado de esta Facultad en las audiencias parecen contradictorias. Hay quien opina que no hay o que no perciben imbricación directa entre  investigación y docencia, añadiendo que si la hay, consideran que la misma es fruto, dicen, de la “casualidad”.  Para otros profesores, sin embargo, sí existe esa relación, puesto que todo profesor universitario proyecta sus investigaciones en la docencia efectiva. 

En relación con la investigación en relación con los alumnos de tercer ciclo que por vez primera desean aproximarse a las tareas investigadoras propias de la Universidad, resulta oportuno indicar algunos factores que inciden en la vinculación de estas personas a los grupos de investigación y que dificultan la posible relación.

1º No hay tradición en el ámbito jurídico de trabajos de investigación en equipo, que es en el que a través de becas se integra a los alumnos en las investigaciones, alentándoles y fomentándoles en esa ardua tarea.

2º Tal como está configurada por la Administración la política de investigación, integrar en grupos de investigación a personas que se inician en esta tarea tiene un coste: el no doctor representa para el grupo una inversión negativa, puesto que reduce la financiación del mismo.

En todo caso,  el resultado incontestable es el muy reducido el número de becas de investigación en nuestra titulación; en el momento presente son tan sólo cinco los becarios de investigación con los que cuenta nuestro Centro. Las razones para que esto sea así son variadas: escaso número de solicitudes, un alto número de abandonos o de renuncias por ofertas alternativas que valoran como de mejor valor profesional o académico, inferioridad de condiciones de nuestra titulación ante los criterios de evaluación para la concesión (patentes, contratos, proyectos, financiación externa), la poca motivación del alumnado para afrontar la larga y compleja carrera universitaria.

 Lo anterior se ha compensado en parte gracias a la figura de la identificación de áreas preferentes, así como a la configuración por parte de la Junta de Andalucía de la modalidad de Becas docentes, que a pesar de su denominación cubren idéntica funcionalidad a la de las becas de formación de personal investigador. La principal ventaja es que este tipo de convocatorias vienen con identificación precisa de área de conocimiento y Universidad de destino, con lo que se logran compensar los desequilibrios provocados por unos items de valoración que no toman en consideración factores singulares en las ciencias jurídicas. Por esta vía, nuestra Facultad de Derecho ha logrado que se le asignen en los últimos años un número significativo de este tipo de becas. No obstante, por razones diversas se ha producido un efecto de reflujo hoy en día, de modo que actualmente tan solo existen 5 becarios, todos ellos de la Junta de Andalucía; reflujo producido por un doble efecto: de un lado, un alto número de renuncias y de otro lado una cierta congelación de las convocatorias de becas docentes.

4.- Resultados de la investigación
Los resultados cabe ponderarlos atendiendo a muy diversos factores. Eso sí, ha de anteponerse que la ponderación de la actividad investigadora suele hacerse tomando en consideración una relación variada de items, pero todos ellos de carácter cuantitativo. Datos cuantitativos que pueden reflejar muy pobremente la calidad de la investigación llevada a cabo. La relevancia de una investigación depende del impacto social que ésta tenga y de la influencia que esta provoque en el debate universitario. Este tipo de factores no es posible baremarlos en términos objetivos, pues depende en gran medida del prestigio universitario alcanzado por concretos investigadores y grupos de investigadores. Por lo demás, es imposible que una Comisión no especializada, como es la que lleva a cabo la evaluación de la calidad del centro, se encuentre capacitada para evaluar la riqueza y productividad investigadora que se produce en áreas de conocimiento bien variadas y con publicaciones y resultados de investigación notablemente especializados en cada una de sus esferas de actuación. Con todo y con eso, algunos apuntes orientativos se pueden proporcionar al respecto.

Con esa pretensión modestamente orientativa el primer dato a apuntar es el relativo al número de profesores que tienen reconocidos algún tramo de investigación, pues ha de partirse de la idea de que éste constituye el procedimiento por excelencia de valoración de conjunto de la tarea investigadora de los profesores universitarios en nuestro país. Pues bien, en lo que refiere a nuestro centro de un total de 38 profesores de los cuerpos del Estado, que son los que se pueden someter reglamentariamente a este procedimiento de evaluación, 23 han visto reconocido al menos un tramo de docencia. Ello  se desglosa de la siguiente forma:

                   1TRAMO
                2TRAMOS

3TRAMOS         4TRAMOS                    

	C.U.
	3
	3
	3
	2

	T.U.
	9
	3
	
	


Un segundo elemento de valoración puede ser el del número de grupos de investigación y de profesores integrados en los mismos. Al respecto, nos remitimos a la relación antes referida: 7 proyectos de investigación nacionales y 14 proyectos en el ámbito andaluz. En el mismo se integran un total de 74 investigadores. Si tenemos en cuenta que hay profesores que pertenecen a grupos de investigación formalmente ajenos a nuestro centro, cuya sede no está en nuestra Facultad, puede afirmarse que la totalidad de los miembros que cuenta con una dotación personal de 83 elementos entre profesores y becarios, está actualmente integrada en la unidad de investigación por excelencia, el grupo o equipo de investigación.


Un tercer elemento puede ser el relativo a los resultados de investigación vía tesis leídas. Las tesis defendidas en el período evaluado suponen un total de 26, cifra nada despreciable en relación a la plantilla de profesores.


También se sigue manteniendo la tradición, hoy innecesaria, de lectura de tesis de licenciatura –antiguas tesinas- en el periodo evaluado son 18 las defendidas, ello unido a los trabajos de investigación, que sí son preceptivos en los programas de doctorado, que suponen un total de 26, nos ofrecen una cifra importante, que representa una significativa dedicación  por parte de nuestro PDI a tareas de dirección en materia investigadora.


Por último, en el campo de las publicaciones requiere de una previa aclaración por nuestra parte en cuanto al modo en que hemos computado los resultados. Se ha dividido la producción científica en dos modalidades, libros y artículos en los que se incluyen tanto los publicados en revistas como los capítulos de libros, sea cual sea la modalidad de edición del libro. Hemos optado por esta solución más simple por dos razones fundamentales: en primer lugar, la simplicidad expositiva en esta materia favorece la claridad y, segundo, la imposibilidad de ordenar de forma coherente el conjunto de esta información dada la diversidad de medios de divulgación, como ya puesto de manifiesto anteriormente.

En función de áreas de conocimiento la producción científica ha sido:

- Filosofía del Derecho: 37 artículos y 4 libros.

- Derecho Constitucional: 40 artículos y 7 libros.

- Derecho Civil: 37 artículo y 2 libros.

- Derecho Administrativo: 42 artículos y 1 libro.

- Derecho Financiero: 13 artículos y 5 libros (3 de ellos en colaboración).

- Historia del Derecho y de las Instituciones:  13 artículos y 1 libro.

- Derecho Romano: 6 artículos.

- Derecho Eclesiástico del Estado: 15 artículos y 4 libros.

- Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social: 70 artículos y 3 libros.

- Derecho Penal: 61 artículos y 13 libros (más 4 ediciones y 7 prólogos).

- Derecho Mercantil: 39 artículos y 1 libro.

- Derecho Procesal: 25 artículos y 6 libros.

- Derecho Internacional Público: 16 artículos y 3 libros.


V. EVALUACIÓN DE LA GESTIÓN 

1.- Introducción


En general, los servicios del Centro funcionan adecuadamente. Las buenas relaciones interpersonales, la comunicación fluida entre los puestos intermedios y el personal y la implicación del personal en la realización de un trabajo de calidad son los puntos más fuertes. 

También ha de destacarse el acierto de la configuración dentro de la Relación de Puestos de Trabajo del Centro de la figura del Administrador. La presencia de este gestor en la cúspide del organigrama administrativo permite tener un referente único para todas la tareas de gestión del centro, una posibilidad de coordinación entre los servicios, la asunción de ciertas labores que quedan como huecos sin asumirlas ningunas de las unidades predeterminadas y, a la postre, una progresiva profesionalización de la gestión que paulatinamente ha de ir en la línea de aliviar al equipo decanal de las tareas de gestión administrativa que no le son propias. Posiblemente se trate aún de un modelo en ciernes, del que no se le han extraído todas las potencialidades en nuestro Centro y que, por ello, requiere de una mayor profundización y cambio cultural entre el profesorado y personal de administración y servicios. El gran reto se producirá en el instante en que el centro de traslade al nuevo campus, de carácter unitario en la gestión para todas las titulaciones allí ubicadas y donde, por tanto, la figura del Administrador ha de incrementar su perfil organizador, coordinador y, a la postre, instancia de efectiva adopción de decisiones en la gestión de las instalaciones.

Cómo puntos débiles deben señalarse la falta de definición del liderazgo o la ausencia de una cultura de calidad en los líderes en determinados servicios. En concreto, los servicios de Secretaría de Departamentos, Conserjería y Servicio de informática acusan estas deficiencias.


En líneas generales el liderazgo del equipo decanal es bien valorado, obteniendo una puntuación mayor que el Rectorado. No obstante se observan deficiencias en la información de la gestión y en las relaciones con los alumnos. La valoración negativa del alumnado guarda una estrecha relación con el desconocimiento que tiene este estamento respecto de la organización del Centro, pues en la audiencia realizada a los alumnos estos claramente manifestaron que desconocían el organigrama del Centro y las competencias de cada una de las unidades y servicios. 

En los últimos cinco años la Facultad de Derecho ha hecho un esfuerzo constante para deslindar las funciones de las distintas unidades de la administración y de los diversos servicios que se prestan. No obstante, el organigrama del Centro es complejo y sus servicios dependen de diferentes unidades administrativas. El listado que sigue de los distintos servicios y unidades, reafirman lo anteriormente expuesto.

Servicios y unidades de administración del Centro

1 Biblioteca

2 Secretaría de la Facultad

3 Secretaría del Decanato

4 Secretaría y Administración del Instituto Andaluz de Criminología

5 Secretaría de los Departamentos

6 Departamento de Administración de la Facultad

7 Conserjería

Servicios dependientes de los servicios centrales de la Universidad

1 Actividades Culturales y Deportivas

2 Servicio de Informática

3 Preinscripción

4 Servicio de Mantenimiento

5 Oficina de orientación al empleo

Servicios contratados

1 Limpieza

2 Cafetería 

3 Copistería

4 Jardinería

5 Vigilancia

Otros servicios extrernos

1. Cajeros automáticos

2. Teléfono público

En los últimos años la dotación de nuevos recursos materiales ha sido muy positiva. En general, deben destacarse las importantes mejoras en las instalaciones informáticas, en las instalaciones telefónicas y en la conexión a la red que permite mayor calidad y fluidez en las comunicaciones dentro de la Universidad. 

La mejora del edificio y de sus diversas dependencias también ha sido notable, preocupándose el equipo directivo en optimizar estos recursos. 

La aulas, después de una adecuación y pintura de las mismas son suficientes en número, tanto para la organización de la docencia teórica y práctica, como para los momentos de mayor concentración de alumnos con motivo de los exámenes. El cambio numérico de alumnos provoca que algunas de ellas sea de dimensiones elevadas en exceso, que puede ser un elemento de retraimiento a una relación más directa con el profesorado. Los alumnos manifiestan quejas respecto de las condiciones de algunas de las aulas, particularmente en lo que refiere a su climatización, frío en invierno y exceso de calor en verano. Algunas de las aulas presenta dificultades en su uso, pues no se encuentran insonorizadas respecto de los servicios colindantes, de modo que los ruidos de agua en ocasiones dificulta la acústica de la docencia. Por otro lado, no existen medios informáticos y de proyección instalados en la aulas, que permitan un uso cotidiano de las nuevas tecnologías, obligando a una instalación ‘ad hoc’ para cada uso.

Con todo, en determinadas unidades se observan algunas deficiencias. En Secretaría de los Departamentos se precisa de una grabadora que permita realizar las copias de seguridad de la documentación contenida en el disco duro de los equipos informáticos. En Biblioteca hacen falta más P.A.R.I.S, un escaner con alimentador de hojas y fotocopiadoras. Existe, de otra parte, una falta de espacio para el fondo bibliográfico y para la sala de investigación. La Conserjería cuenta con un ordenador personal obsoleto y debería tener una mínima infraestructura informática para conocer y utilizar la información que ha de estar disponible al público. Los alumnos manifiestan deficiencias en las salas de estudio. En concreto faltaría una sala que permitiera hacer trabajos en grupo sin molestar a los otros compañeros y además en el edificio circular no existen suficientes aseos que permitan una higiene adecuada cuando la sala de estudio permanece las 24 horas abiertas. 

Respecto de la utilización de los recursos, deberían optimizarse los recursos informáticos. La utilización de las nuevas tecnologías no es plena, el desconocimiento por los usuarios de las posibilidades que éstas ofrecen y la deficiencia de un servicio informática que sirva de instrumento y apoye la labor del PAS y del PDI, impiden la buena utilización de las mismas.

2.- Biblioteca del Campus de Jerez


Este servicio atiende las necesidades bibliográficas de todos los centros ubicados en el Campus de Jerez, Facultad de Derecho, Escuela Universitaria de Empresariales e Instituto de Criminología, y por consiguiente a todas las titulaciones que en ellos se imparten. Los fondos bibliográficos de la Biblioteca han ido incrementándose paulatinamente, si bien los últimos años se aprecia una reducción del número de títulos nuevos. Las adquisiciones se concentran sobre todo en manuales,  que incrementan estadísticamente el número de volúmenes registrados, pero el número a nuestro juicio más decisivo es el de títulos nuevos y este, como se ve por el cuadro siguiente es notablemente reducido y con tendencia al decrecimiento.

FONDO BIBLIOGRAFICO

LIBROS

	Años
	EJEMPLARES
	TITULOS BIBLIOGRAFICOS

	
	Registrados

F. Derecho
	Incremento anual 

F. Derecho
	Registrados

Campus
	Incremento anual 

Campus

	1996
	41.904
	1.125
	
	

	1997
	43.256
	1.352
	
	

	1998
	45.992
	2.736
	22.851
	

	1999
	50.942
	4.950
	24.134
	1.283

	2000
	56.600
	4.658
	25.277
	1.143

	2001
	58.098
	2.098
	26.313
	1.036


PUBLICACIONES PERIODICAS

Títulos registrados

1996

* Total Campus:  


           890

* Total Facultad de Derecho:  

798





     
Suscripciones:  
480

Donaciones:  

  61

Cerradas:  

257

1997

* Total Campus:           


926

* Total Facultad de Derecho:  

821



     
Suscripciones:  
489

Donaciones:  

  75

Cerradas:  

257

1998  
* Total Campus:            


935

* Total Facultad de Derecho: 

826



     
Suscripciones:  
494

Donaciones: 

  75

Cerradas:  

257

1999

* Total Campus:            


990

*  Total Facultad de Derecho:  

877



     
Suscripciones:  
506

Donaciones: 

  92

Cerradas:  

279

2000

* Total Campus:            


1039

* Total Facultad de Derecho:  

  905



     
Suscripciones:  
  500

Donaciones:  

    98

Cerradas:  

  307

Microformas : 



  157

CD-ROM:




  100 

2001

* Total Campus:            


1039

* Total Facultad de Derecho:  

  905



     
Suscripciones:  
  497

Donaciones:  

    94

Cerradas:  

  314

Microformas : 



  186

CD-ROM:




  177 

PRESUPUESTOS BIBLIOTECA DE CAMPUS

1996  
* Biblioteca:

    207.572

5.358.006

* F. Derecho:               3.794.711

* E. Empresariales:       1.355.723

1997  
* Biblioteca:

    169.616

3.585.625

* F. Derecho:               2.232.980

* E. Empresariales:       1.183.029

1998  
* Biblioteca:

    231.182

4.945.121

* F. Derecho:               2.803.694

* E. Empresariales:       1.910.245

1999  
* Biblioteca:

    184.407

6.335.510

* F. Derecho:               3.681.625

* E. Empresariales:       2.469478

2000  
* Biblioteca:

    338.326

4.679.262

* F. Derecho:               2.958.470

* E. Empresariales:       1.382.466

2001  
* Biblioteca:

    112.901

4.352.122

* F. Derecho:               2.584.131

* E. Empresariales:      1.655.090

CAPÍTULO II DEPARTAMENTOS

1996  


* F. Derecho:
         1.234.675
* E. Empresariales: 
468.346

1997  


* F. Derecho:
           800.450
* E. Empresariales: 
 17.543

1998  


* F. Derecho:
          917.092
1999 

* F. Derecho:
          549.249
2000  


* F. Derecho:
          515.258

2001

* F. Derecho:
          49.583

CAPÍTULO VI INVESTIGACIÓN

1996  
* F. Derecho:
       1.638.389

1997  
* F. Derecho:
       2.755.204

1998  
* F. Derecho:
       2.668.290

1999  
* F. Derecho:
       2.040.331

2000  
* F. Derecho:
       1.883.738

2000  
* F. Derecho:
       2.723.009

Como resumen, se puede concluir que la Biblioteca ha sufrido una evolución positiva durante estos últimos cinco años, aunque se puede apreciar una dificultad cada vez más acentuada para allegar fondos económicos con los que hacer frente a las necesidades de adquisición del Centro. 

Estamos ante un servicio centralizado con un liderazgo bien definido, que depende directamente de la Biblioteca central. En el Campus de Jerez, la jefa de Biblioteca se ha implicado muy directamente en los objetivos de mejora, consiguiendo que este servicio funcione con una magnífica coordinación. Las distintas estrategias de mejora son conocidas y aceptadas por el personal del servicio en virtud de reuniones de trabajo mensuales que facilitan la distribución de las tareas. Como punto débil señalar que los proyectos de mejora son desconocidos por los usuarios (alumnado y P.D.I) que, a juicio del personal de este servicio, no muestran interés alguno en la gestión de la biblioteca.
3.- Secretaría de la Facultad y del Decanato

La entrada en vigor del nuevo Plan de Estudios en el curso 94/95, trae consigo el planteamiento de una serie de modificaciones profundas en la organización de las distintas tareas que corresponden a esta unidad. La necesidad de compatibilizar ambos planes provocó y aun sigue provocando un gran número de dificultades. 



De otra parte la entrada en vigor del nuevo Plan de Estudios ha hecho aumentar la carga de trabajo, haciendo más compleja la gestión del servicio por la introducción de labores novedosas para el PAS. Por ejemplo y entre otras:

· El establecimiento de un mayor número de convocatorias, con la consecuente generación de un mayor número de actas. 

· La complejidad de la gestión propia de la Secretaría derivada del aumento del número de asignaturas que han provocado los nuevos Planes de Estudio, especialmente, respecto de las asignaturas de Libre Elección y de las asignaturas optativas. 

· La necesidad de crear nuevos plazos de ampliación de matrícula, de tramitación de títulos, de resoluciones de equivalencia de estudios y solicitudes varias.

-     La tramitación del Trabajo Fin de carrera

-     La gestión de prácticas de empresas

-     La organización de los Practicum I y II



Existe en este punto otro problema conexo, como es la necesaria adaptación de las normas y los estatutos a una nueva situación académica, lo que acarrea numerosas dificultades y retrasos en los procesos, ya que la mayoría de las veces esto se lleva a cabo a la inversa de como debería hacerse.



En este sentido supone de gran ayuda la iniciativa del Servicio de Alumnos de organizar, a partir de ese mismo curso, reuniones mensuales con los responsables de las Secretarías, para la puesta en común de esos problemas que iban surgiendo y la aclaración de las múltiples dudas que se iban planteando.


        De esas reuniones surgió, por ejemplo, la necesidad de elaborar una nueva normativa de actas que tuviese en cuenta la nueva organización de las Secretarías de los Departamentos, así como la existencia de asignaturas de libre elección, lo que conlleva un trasvase de actas entre distintos centros.

            Por  otro lado, la reestructuración de las unidades de Secretaría/Administración y Secretaría de Departamentos supone una mejor distribución de ciertas tareas que se realizaban en la Secretaría, por no estar asignadas a ninguna unidad. Entre ellas: recepción y distribución de carnets de profesorado, tramitación de partes de alta/baja/enfermedad del profesorado y licencias del mismo. No obstante, aún se siguen llevando a cabo tareas no específicas de esta unidad, tales como Registro, Sistema de Control de Presencia del personal de administración y servicio, tramitación partes enfermedad de este personal, traslados de expediente a las distintas Universidades Andaluzas de los alumnos entrantes de Selectividad, etc.



La preocupación de este servicio por cumplir con objetivos de mejora es constante. La Jefa de Secretaría impulsa la mejora del servicio mediante reuniones de trabajo periódicas. Además existe una estrecha relación del personal de este Servicio con el Administrador y con la Secretaria del Centro propiciándose con ello objetivos de mejora en todos aquellos procesos novedosos. Por último, la labor llevada a cabo por el Vicerrectorado de Alumnos en aras de la coordinación de las Secretarías de todos los Centros de la UCA, ha sido muy fructífera consiguiendo gran eficacia en procesos especialmente difíciles o novedosos como Convalidaciones, Actas de calificaciones o Automatrícula. No obstante y como punto débil cabe señalar que la reestructuración del servicio entre Secretaría del Centro y Secretaría de los Departamentos aún provoca algunas disfunciones en tareas que no están claramente asignadas a una de estas dos unidades.


En cuanto a la secretaría del Decanato, este servicio en los últimos cinco años ha sufrido grandes cambios. Inicialmente en esta secretaría se concentraban muchas tareas de variada naturaleza: gestión de la docencia, contratación del profesorado, procesos de información, apoyo al equipo directivo, etc. Con la puesta en marcha de los Departamentos y  el nuevo  organigrama de la Universidad,  el trabajo del servicio se ha ido descentralizando y concentrado en las tareas de gestión y de apoyo al equipo decanal. Mas, con todo, han surgido numerosas tareas nuevas, creadas como consecuencia de las nueva estructura de las Universidades. Por lo pronto, esta Secretaría cumple con la función de ser un principal punto de información: es la unidad que concentra y difunde a la comunidad universitaria los acuerdos adoptados en Junta de Facultad, dispone igualmente de información de acuerdos de otros órganos de la Universidad (Secretaría General, Junta de Gobierno, normativa de la Universidad, etc..) Las distintas relaciones institucionales (con la propia Universidad, con otras Universidades, con otras instituciones, empresas u organizaciones) se canalizan en este servicio. Igualmente, esta unidad gestiona las relaciones entre el Centro y los servicios contratados auxiliares (cafetería, copistería, limpieza, vigilancia o jardinería). Por último, debe destacarse la labor de esta secretaría en relación con actividades extracurriculares (celebraciones de actos, de congresos, jornadas, etc.). 

4.- Secretaría de los Departamentos

La trayectoria de este Servicio de la Facultad de Derecho viene marcada por la singularidad de haber llevado a cabo un cambio en la organización de las funciones del personal asignado a ella: se pasa de la correspondencia de un gestores por Departamento a la distribución de funciones entre los distintos funcionarios que desempeñan tareas en esta Secretaría de Departamentos. Este cambio se produjo a iniciativa del propio personal administrativo asignado a la Secretaría de los Departamentos de este Centro y debido a que se venía produciendo un importante desajuste en el funcionamiento de este Servicio, puesto que el número de gestores de Departamento era inferior al número de Departamentos, por lo que, algunos tenían asignados las tareas de dos Departamentos. En los últimos años, se habían creado nuevos Departamentos sin que, en lógica correspondencia, se hubiera aumentado el personal administrativo de la misma.


En efecto, ante la carencia del suficiente número de funcionarios de Administración y Servicios en la Secretaría de Departamentos y ante la desatendida petición de incrementar el personal administrativo de la misma por parte del Rectorado, se procedió a racionalizar de manera más óptima los recursos humanos existentes con el fin de que no existiera un exceso de trabajo de algunos gestores con respecto a los restantes repercutiendo ello en el correcto funcionamiento de los Departamentos. De este modo, se elaboró una lista de funciones principales que fueron distribuidas entre los cuatro miembros del personal de la Secretaría de Departamentos, asignándose un responsable y un subresponsable (para que realice las tareas encomendadas al responsable en casos de ausencia o de un aumento del volumen de trabajo esporádicamente). También se perseguía la rotación del responsable en aquellas tareas que lo permitiesen (una gestión temporal independiente) con el fin de mejorar el conocimiento de las restantes tareas. Con todo, a pesar de la mayor eficacia del Servicio, en el centro existe la idea extendida de que los cuatro gestores son de todo punto insuficientes para responder a las necesidades de los seis Departamentos existentes.


Esta reestructuración de la Secretaría de Departamentos ha llevado a un periodo de adaptación no sólo del propio personal administrativo, sino también del Profesorado, de los Alumnos y del restante Personal de Administración y Servicios. Quizás, la adaptación sea más lenta con respecto al Profesorado. En lo que se refiere al alumnado, más que adaptación podría cuestionarse el grado de información que tiene sobre el funcionamiento en sí mismo considerado de la Secretaría de Departamentos.

El segundo elemento sobre el que conviene hacer hincapié es el relativo al aumento de funciones que produjo un importante cambio en la organización de la Secretaría de los Departamentos, llegándose a elaborar un listado de las principales tareas, actualmente en vigor tras alguna pequeña modificación. 


Asimismo debe destacarse la adaptación a las nuevas tecnologías, básicamente por la puesta en marcha de la red Internet para la agilización del trabajo. Ello requiere adaptación a estas nuevas tecnologías.


En menor medida ha influido el cambio de ubicación de la Secretaría más cerca de las Áreas de conocimiento.

En cuanto a la valoración las políticas y líneas de actuación llevadas a cabo y la situación actual del servicio, se puede articular destacando los puntos fuertes y los puntos débiles del mismo. 

Como puntos fuertes se podrían resaltar los siguientes:

· Existencia de una lista de funciones por escrito, que se ha retocado en alguna ocasión desde 1998.

· Efectiva rotación en la asignación de tareas principales del personal administrativo de la Secretaría.

· En general, un funcionamiento óptimo de la Secretaría de Departamentos.

Como puntos débiles cabe apuntar los siguientes:

· Grado de coordinación con el profesorado, investigadores y con el alumnado y con los demás Servicios (no sólo de la Facultad de Derecho, sino de la Universidad de Cádiz). Ello repercute en que no quede claro a qué Servicio corresponde el desempeño de algunas funciones.

· Desconocimiento, en buena medida, por parte del Personal Docente e Investigador de la distribución de funciones entre los distintos gestores administrativos. Aún sigue acudiendo al funcionario que originariamente se encargaba del Departamento correspondiente. El propio personal se encarga de solucionar este problema comunicando la actividad al encargado de la función de que se trate.

Este servicio no encuentra claramente definido el liderazgo ni, por ende, la existencia de objetivos de mejora. No obstante, el personal asignado a esta unidad está fuertemente implicado en la mejora del servicio a prestar; de ahí que se elaborara un listado de tareas principales por parte de los gestores de la Secretaría de Departamentos. El punto fuerte es, sin duda, la eficacia del servicio y el punto débil sería la necesidad de una mejor coordinación entre los gestores por la implantación de la nueva estructura, así como, con carácter general, la poca implicación de los profesores en la tareas administrativas que so demandadas por parte de la propia Secretaría de Departamentos, Rectorado y demás Servicios Universitarios, lo que repercute en una cierta ineficacia de las mismas. 

5.- Departamento de Administración de la Facultad



Esta unidad administrativa no presenta grandes deficiencias ni en sus recursos materiales, ni en sus recursos personales. Las tareas propias del servicio, principalmente gestión presupuestaria y pago de facturas se realizan mediante sistemas informáticos y la mayoría de sus procesos dependen de la Gerencia de esta Universidad. La existencia en este Centro de un Administrador, responsable de la Caja Habilitada, resuelve los problemas propios de estas unidades en una Universidad, como la nuestra, caracterizada por la dispersión geográfica de sus Centros y Servicios. La jefa de Administración tiene un gran interés en los procesos de mejora de la calidad y en que éstos se conozcan y ejecuten en su servicio. Junto a ello, la existencia de un Administrador facilita la coordinación del  servicio y la consecución de los objetivos de mejora.

6.- Conserjería



En los últimos años y a partir de 1998, la Conserjería ha sido ubicada en una nueva dependencia, más adecuada para el cumplimiento de sus funciones. La antigua ubicación de la conserjería (en la planta baja, frente al aula 1) no permitía la correcta vigilancia del Centro, ni el control de sus dependencias. Desde agosto de 1998, está ubicada en la planta baja del edificio circular central permitiendo el control del  acceso al centro y la vigilancia de las distintas dependencias. 


La plantilla, sin embargo, ha sido reducida. Antes de 1996 existían ocho personas: el portero mayor, dos subalternos funcionarios y cinco ayudantes de servicio. Tras el fallecimiento de uno de los trabajadores, la plaza vacante se amortizó. En la actualidad la plantilla cuenta con siete trabajadores. No obstante, ha de advertirse que dos de ellos se encuentran desde hace tiempo en situación de prácticas por lo que no pueden asumir las responsabilidades habituales de la conserjería al nivel que lo hacen el resto de sus compañeros de trabajo y, por tanto, el rendimiento de su trabajo es menor. Al mismo tiempo, uno de ello ha de atender el servicio de correos, por lo que se ausenta del centro durante bastante tiempo de su jornada de mañana. De igual forma, debe indicarse que, por razones diversas, es habitual que de forma continua a lo largo del curso académico cuando menos una persona se encuentre de baja por enfermedad, de modo que en la práctica el personal disponible es siempre inferior al teóricamente previsto. El personal de Conserjería entiende que la plantilla es insuficiente y en periodos de vacaciones, bajas o permisos es frecuente ver atendida la Conserjería por una sola persona.


En este servicio el liderazgo lo ejerce conjuntamente el Administrador del Centro y el equipo Decanal. El coordinador del Servicio se responsabiliza de la distribución de tareas en los procedimientos habituales (apertura y cierre del Centro, vigilancia de sus dependencias, correos, etc…) Como punto débil hay que señalar que no existen unos criterios claros de mejora del Servicio.
7.- Servicios dependientes de los servicios centrales de la Universidad

Actividades culturales y deportivas


Es un servicio de creación relativamente reciente en el Campus de Jerez, dependiendo del Servicio del Campus de Puerto Real (donde se fijan las líneas directrices a seguir). En primer lugar, se situó en la Escuela Universitaria de Estudios Empresariales (en donde no tenía un local propio); posteriormente, se ha ubicado en un local facilitado por la Facultad de Derecho en este mismo Centro.

Posee instalaciones deportivas propias en la Facultad de Derecho, si bien su estado de conservación es muy deficiente, aunque se ha reclamado del Rectorado personal para la reparación y mantenimiento de las mismas.

Es destacable, igualmente, la colaboración del Ayuntamiento de Jerez de la Frontera con este servicio mediante la cesión de instalaciones municipales (en algunos puntos, de forma gratuita), así como la firma de convenios con centros en que se desarrollan actividades deportivas en esta localidad (gimnasios, por ejemplo) que realizan descuentos a los usuarios de la Universidad de Cádiz que posean la tarjeta del Servicio de Deportes.

En los últimos años, ha aumentado la oferta de actividades, así como la participación en los mismos. Sin embargo, ha disminuido el número de usuarios, es decir, de personas que han solicitado la tarjeta del Servicio de Deportes.

Aun cuando se trata de una delegación de un Servicio central de la Universidad de Cádiz, tiene una limitada autonomía en la organización (sugerencias, etcétera) y en la obtención de colaboraciones.

En cuanto a la valoración de esta delegación del Servicio de Deportes de la Universidad de Cádiz, cabe destacar como puntos fuertes:

· La creación de esta delegación en el Campus de Jerez, puesto que permite un acercamiento a los usuarios potenciales del servicio, de modo que no tengan que desplazarse, cada vez que necesiten de él, al Servicio central.

· El que se le haya proporcionado un local, como base física, así como asignado el personal adecuado para su gestión (un técnico y becarios), como mejora destacable de estos últimos años.

· Convenios y colaboraciones con organismos públicos y privados.

Como puntos débiles, son llamativos:

· La falta de suficientes instalaciones propias y el deficiente estado de conservación de las existentes.

· La no existencia de personal que se encargue de su conservación.

· La limitaciones de horario para los usuarios de este servicio en instalaciones deportivas cedidas o subvencionadas por el Ayuntamiento de Jerez.  

Servicio de informática



Este servicio depende directamente del CITI y se presta de forma deficiente. El principal problema es la falta de personal: sólo existe dos técnicos para todo el campus de Jerez, viéndose obligado a asumir las tareas de dos Centros. Aunque sus funciones son la instalación de líneas de datos y el mantenimiento y reparación de equipos del PAS, también este técnico asume otras funciones como la configuración y puesta en funcionamiento de equipos informáticos en software y hardware, dado que el usuario de este Centro queda bastante desasistido. La informatización de la practica totalidad de los procesos y de la mayoría de las labores universitarias (incluidas tareas docentes e investigadoras) exigiría un buen funcionamiento de este servicio. No obstante y pese a su necesidad e importancia, este es un servicio que presenta graves deficiencias y carencias. 


La dispersión geográfica de la Universidad de Cádiz perjudica en este Servicio el ejercicio del Liderazgo por el CITI. La Dirección del Centro, el Administrador o los usuarios desconocen los criterios y objetivos de mejora del Servicio.

Preinscripción


Desde el curso 95/96 en la Facultad de Derecho se ha ubicado una de las cuatro oficinas (una por campus), que se crearon en la Universidad para llevar a cabo el proceso de la Preinscripción por el Distrito Único Andaluz. Esta oficina funciona los meses de julio, agosto, septiembre y octubre. Con anterioridad, este proceso se realizaba en cada Centro y para los alumnos propios. 


Para la instalación de la oficina se habilitó el espacio que anteriormente había ocupado la Secretaría del Centro, y que también se cede al Tribunal de la Selectividad que cada año se celebra en el Centro. A lo largo de estos años ha habido dos auxiliares administrativos de la Universidad destinados a dicha oficina, además de dos alumnos con beca de colaboración en la tarea de información.


La instalación y el mantenimiento de los equipos informáticos ha corrido a cargo del operador del campus de Jerez. Dicho equipo consta de 2 PC’s con conexión a la red y una impresora. Cuando termina el proceso de Selectividad, se le añaden otros dos. En cuanto a material de oficina, es la propia Facultad la que se lo suministra.

Servicio de mantenimiento

A partir del año 1.993, se creó en esta Facultad una pla​za de mantenimiento, contratándose a un técnico auxiliar de mantenimiento que depende de la Unidad Técnica, Área de Infraestructura. El técnico realiza tareas de reparaciones ordinarias del Centro, cuenta con el material apropiado y con un taller de reparaciones ubicado en el sótano del edificio destinado a aulas y despachos. 



El resultado de su trabajo es muy satisfactorio y atiende a todos los usuarios con la máxima celeridad. No obstante, el servicio tiene los inconvenientes lógicos derivados de estar compuesto por una única persona; de forma que, los permisos o las bajas que se produzcan provocan la suspensión del servicio, al no estar previsto ningún mecanismo de sustitución.

Oficina de orientación al empleo


Esta oficina se ha puesto en funcionamiento en este último curso académico, teniendo una persona para atender a sus usuarios, compartiendo los locales destinados al mismo con la oficina Sócrates. En atención a la poca vida del servicio, resulta imposible hacer una valoración de sus resultados, pues está en fase de arranque, de darse a conocer tanto entre el alumnado como entre las empresas del entorno.

8.- Servicios contratados

Copistería

La trayectoria de la Copistería de la Facultad de Derecho viene marcada básicamente por una evolución positiva en su funcionamiento en los últimos años. En líneas generales, se mantiene un alto nivel de eficacia y de atención a los distintos usuarios.

La adjudicación del servicio por el Rectorado a través de concurso-subasta ha recaído en el mismo adjudicatario, en los últimos cinco años. La continuidad del mismo adjudicatario ha repercutido en la mejora del servicio, pues la concesión del mismo por un periodo trianual (antes era anual) ha hecho posible que el adjudicatario invirtiera en la modernización de la maquinaria. 

Desde la Gerencia, se controlan periódicamente el número de copias realizadas por las máquinas fotocopiadoras y el efectivo pago del canon preceptivo. 

El local es cedido por la Facultad de Derecho, incorporando el adjudicatario la maquinaria y material preciso para el desarrollo del servicio. 

Es conveniente destacar la utilidad de este servicio para el profesorado tanto en sus tareas docentes (distribución de material docente: programas de asignaturas, casos prácticos, exámenes...), como en las labores investigadoras cuyo uso es constante. Para el alumnado es igualmente de gran utilidad el servicio.

El buen funcionamiento del servicio hace que los usuarios no tengan que acudir a Copisterías externas. Además, la actual ubicación de la Copistería y su cercanía a las Aulas y a los Departamentos han contribuido a que este servicio sea considerado, de facto, como un verdadero punto de información. 

La valoración global de este servicio es muy positiva por su nivel de eficacia y eficiencia, destacando la rapidez en el trabajo prestado. En síntesis y como puntos fuertes, destacamos los siguientes:

· Rapidez.

· Buen trato y atención a los usuarios.

· Horario de atención que se acomoda, prácticamente, al horario oficial de clase fijado por la Junta de Facultad.

· Modernización de la maquinaria que repercute en la mejora de la calidad de los trabajos.

Como puntos débiles, cabría cuestionar la conveniencia o no de que la propia Universidad de Cádiz proporcione, aparte del local, alguna infraestructura material. Dado el actual descenso de la matrícula y, por ende, del número de usuarios, no es posible que el adjudicatario pueda invertir en la actualización y modernización de la maquinaría y, menos aún, en la adaptación de sus recursos a las nuevas tecnologías. 

Cafetería



El edificio más moderno de la Facultad de Derecho alberga la cafetería en un local que, sobradamente, cumple con el espacio y con las instalaciones necesarias para prestar un buen servicio. Los actuales adjudicatarios del servicio cumplen satisfactoriamente, manteniendo el local limpio y ofreciendo servicios correctos tanto en el comedor como en la cafetería. Podemos, pues, afirmar que desde que se incorporó el actual adjudicatario la cafetería presta un buen servicio.

Otros servicios contratados





En los últimos años la Universidad de Cádiz ha ido sustituyendo paulatinamente el personal laboral o funcionario encargado de los servicios de limpieza, jardinería y vigilancia por la contratación con empresas de servicios. Así, la limpieza es realizada por ITELYMP S.L., y las antiguas limpiadoras han promocionado, en mayor o menor grado, a los servicios de conserjería. Igualmente, se ha contratado a SEGURITAS como empresa encargada de la vigilancia, subsistiendo dos guardas en la situación de personal laboral de la Universidad de Cádiz. Los servicios prestados por estas empresas son valorados positivamente. 

9.- Presupuestos del Centro


La Facultad de Derecho, con escasos recursos económicos presupuestarios, ha suplido estas carencias buscando otras posibles fuentes de financiación y ha adquirido unos niveles dignos en su infraestructura material y, en especial, en lo que atañe a fondos bibliográficos e infraestructuras informáticas.


La Facultad de Derecho es una unidad de gasto que se integra en el presupuesto general de la Universidad de Cádiz. Por tanto, los condicionantes financieros y de cualquier otra índole que afecte a la UCA, repercute inexorablemente en el Centro.


En este orden de cosas, al inicio del año 2000, la situación financiera de la Universidad de Cádiz era más que delicada al situarse la situación de tesorería no afectado en 6.060.065. 000 pesetas negativas. Este déficit de tesorería o deuda ha debido ser cubierto con créditos obtenidos de distintas entidades tanto públicas como privadas, lo que genera el pago de intereses y el correspondiente drenaje de medios financieros. Esto provoca una necesidad de ahorro por parte de todas las unidades de gasto y una gestión austera.


El Capítulo VI del Presupuesto, “ Inversiones”, no cuenta con crédito financiero en los Presupuestos y se nutre – cuando ello es posible – con el remanente de Capítulo II. Lo que, en muchos casos, impide hacer frente a requerimientos legítimos de adquisiciones que vienen exigidas por múltiples necesidades y demandas tanto de orden material, como de la innovación de las técnicas docentes como en el plano estrictamente académico y universitario.


Esta situación de déficit, compartida con otras universidades andaluzas, parece que está en vías de solución, lo que permitirá otro enfoque de las finanzas de la UCA.

Los datos básicos del presupuesto del Centro se podrían resumir del modo siguiente


Año           Total presupuesto      Gastos vinculados         Diferencia


1996
       27. 117. 425 ptas.      18. 693.000 ptas.          8.424.371 ptas.


1997           25. 786. 597 ptas.      17. 821.000 ptas.          7.965.597 ptas.


1998           25. 283. 000 ptas.      18. 600.000 ptas.          6.683.000 ptas.


1999           24. 492. 000 ptas.      17. 667.000 ptas.          6.825.000 ptas.     

           2000           24. 683. 296 ptas.      16. 825.954 ptas.          7.771.342 ptas.

           2001           24. 631.423  ptas.      16. 400.000 ptas.          8.230.000 ptas.


Si se tienen en cuenta estos datos, los gastos vinculados de agua, energía eléctrica y comunicaciones telefónicas ( no he sumado atenciones sociales como gastos vinculados), más que duplican los créditos presupuestarios que quedan para el resto de partidas presupuestarias restantes con las que se ha de hacer frente al funcionamiento del Centro.


Hay que señalar que los gastos vinculados marcan una clara tendencia decreciente en lo que respecta a comunicaciones telefónicas y energía eléctrica.


Las comunicaciones telefónicas, como consecuencia de la liberalización del sector, han conocido un descenso espectacular si consideramos que el crédito presupuestario de la Facultad para este servicio en 1996 era de 7. 293.291 ptas. y en el año 2001 es de 832.195 ptas. Ahora bien en aquel año la Facultad asumía el coste de todas las comunicaciones telefónicas del Centro y, en la actualidad, al ser los Departamentos y el Instituto Andaluz de Criminología, a su vez, unidades de gasto, asumen ellos el coste de sus gastos en comunicaciones telefónicas.


En lo que concierne a energía eléctrica, se ha producido un ahorro como consecuencia de una novación contractual con la compañía suministradora, debido al exceso de potencia contratada, sin que, de momento, haya encontrado su reflejo en los Presupuestos del Centro.


En esta línea de ahorro de la factura de energía eléctrica, el equipo de gobierno de la Facultad propuso al Vicerrector de Infraestructura en ejercicio, llevar a cabo una prueba piloto de instalación de células fotovoltaicas en el edificio central con posibilidad de vender el excedente – de producirse – a la red general, al tiempo que se determinaba – en tanto que plan piloto y de estudio – el ahorro, las ventajas e inconvenientes del sistema para su posible extensión a otros Centros y servicios de la UCA. 


Estos ahorros, ciertos o posibles, no se reflejan en una mejora de las condiciones financieras del Centro sino que suelen traducirse en una merma equivalente de lo ahorrado de los créditos presupuestarios. Cabe esperar que la liquidación de la deuda generada se salde con la ayuda del Plan plurianual que la Junta de Andalucía ha negociado con los Rectores para este fin y que mejoren luego las condiciones financieras de la Universidad de Cádiz.


Hay que consignar que las cifras y datos antes expuestos no agotan las posibilidades de actuación de la y en la Facultad; puesto que muchas actuaciones de obras y servicios están centralizadas en el Rectorado y de ello se beneficia también el Centro. En este sentido, las obras encaminadas a la reparación del edificio y adecentamiento de las aulas y otras dependencias así como el aprovechamiento de los espacios ociosos, han sido financiadas por los Servicios Centrales del Rectorado. 


Como conclusiones es justo reconocer que los Presupuestos de la Facultad de Derecho, permiten hacer frente, con decoro, a las necesidades de funcionamiento de las Dependencias y servicios del Centro, pero no posibilitan hacer mejoras o potenciar las actividades académicas y otras actividades formativas universitarias.


VI. LAS PECULIARIDADES DEL INSTITUTO ANDALUZ INTERUNIVERSITARIO DE CRIMINOLOGÍA. SECCION CADIZ

1.- La autoevaluación del Instituto


La intervención de la Sección de Cádiz del Instituto Andaluz Interuniversitario de Criminología en el proceso de autoevaluación de la Facultad de Derecho de la Universidad de Cádiz responde a una invitación realizada por la Junta de Facultad de este centro, desde el momento de la constitución del Comité de Evaluación Interna. 
Dicha invitación fue aceptada de inmediato por diferentes razones, todas ellas presididas por el convencimiento de la positiva repercusión que la elaboración del Informe tendría para el Instituto.

Desde el primer momento, tanto por el Decanato de la Facultad como por la Dirección del Instituto, se fue consciente que la ubicación física del Instituto en el edificio de la Facultad de Derecho respondía a exigencias investigadoras y docentes que la titulación que imparte el Instituto de Criminología conllevaba y que un proceso de evaluación conjunto era compatible con los objetivos que la Facultad se marcó desde el inicio de este proceso.

Por otra parte, la necesidad de someter a evaluación al Instituto y al Título de Experto en Criminología que imparte, responde al hecho de que en los once años que llevan de implantación se ha producido un importante asentamiento de ambos. La evolución sufrida desde entonces y los trascendentales cambios que se prevén para los estudios de Criminología en los próximos años exigen realizar un esfuerzo de autocrítica con la finalidad de afrontar los importantes retos que plantea la Criminología en el futuro. 

El 28 de julio de 1990 se publica en el BOJA el Decreto 182/1990, de 5 de junio por el que se crea el Instituto Andaluz Interuniversitario de Criminología con sede en las Universidades de Cádiz, Córdoba, Granada, Málaga y Sevilla. Con una estructura propia cuyo órgano máximo decisorio es el Consejo del Instituto, la estructura se subdivide en Secciones implantadas en las Universidades receptoras que se rigen por la normativa que las crea y por las decisiones adoptadas en el Consejo del Instituto, y supletoriamente por la normativa propia de cada Universidad en la que las Secciones se ubican.

El mismo fue concebido como un proyecto que debía atender a una de las carencias más significativas que las ciencias penales venían presentando en Andalucía a diferencia del alto grado de desarrollo que las Universidades europeas y del norte de América habían experimentado desde hace décadas.


La Criminología, como disciplina iniciada al abrigo de la ciencia penal, pero con el grado de autonomía que le confería para su configuración la intervención de otras disciplinas sociales –Sociología, Psicología,..- precisaba un soporte institucional que abriera el camino del estudio y la investigación en este campo del conocimiento, soporte que se tradujo en la creación del Instituto.


 Una vez puesta en marcha la estructura a través de la cual se desarrollase la disciplina, fue preciso articular dos aspectos universitarios básicos: la docencia y la investigación. La docencia se abordó mediante la figura del Título de Experto Universitario, pero con una estructura y organización más cercana a los estudios oficiales que a los cursos de formación de postgrado. Un título con un plan de estudios que se impartiría en tres años con promociones que se iniciarían cada curso académico y con asignaturas mayoritariamente coincidentes con las impartidas por las Áreas de Conocimiento de las Universidades correspondientes con un total de 75 créditos.


El Título de Experto Universitario en Criminología se viene impartiendo de manera continuada en la Universidad de Cádiz desde 1990 siendo el soporte docente esencial del Instituto.


Sin embargo, la docencia no se ha reducido a impartir dicho título, sino que a lo largo de estos años se han impartido numerosos cursos y seminarios especializados a diferentes profesionales y estudiantes universitarios que han contribuido a la mejora de su formación para el desempeño de actividades relacionadas con la Criminología. Ello ha supuesto una mayor implantación de estos estudios en nuestra comunidad científica y profesional y un conocimiento más extendido del Centro en distintos estratos profesionales en la Provincia. Miembros de la Administración de Justicia, de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado, de Instituciones Penitenciarias, así como profesionales de la Psicología, trabajadores sociales y, de forma especial, estudiantes y licenciados en Derecho son los colectivos principales que se han interesado por esta nueva disciplina cuya estructuración multidisciplinar favorece la aproximación de diferentes sectores y se adapta con mayor flexibilidad a la evolución que cada uno de ellos sufre por separado.


Este mejor conocimiento de la titulación y los estudios de Criminología ha provocado un crecimiento sostenido en la matriculación que en la actualidad permite que el Instituto cumpla con el objetivo marcado de autofinanciación que el rectorado ha marcado a las titulaciones no oficiales. Sin embargo, es precisamente el carácter no oficial del Título de Experto y las limitadas posibilidades de utilización del mismo para acceder de forma directa a cubrir puestos de trabajo, el motivo de que hasta el momento no se haya producido un incremento más importante en la matriculación en el centro. Ello representa un motivo de preocupación y, al mismo tiempo, de confianza. Preocupación porque, mientras que los estudios de Criminología no alcancen un reconocimiento oficial, la Criminología va a seguir apartada de las redes de promoción científica del conocimiento a través de las convocatorias oficiales de becas de formación así como de la incorporación a la Universidad española de investigadores que deseen desarrollar su carrera científica en una rama del conocimiento sin respaldo y, lógicamente, sin un futuro clarificado. Y confianza porque, a pesar de las limitaciones señaladas, el interés y atractivo que la disciplina presenta permite mantener año tras año una titulación de tres años y más de 750 horas con un nivel de matriculación aceptable que cumple con los mínimos necesarios para su mantenimiento.


La confirmación de esta tendencia la hemos obtenido con la apertura en la ciudad de Los Barrios de un Aula Delegada hace dos cursos con la colaboración del Excmo. Ayuntamiento de la ciudad, a través de un Convenio cuyo objetivo era dar respuesta a una demanda real cuya separación geográfica representaba un hándicap importante para el acceso al centro. La matriculación en esos dos años ha respondido a las previsiones realizadas y esperamos que vaya a servir de cobertura a una definitiva implantación de la Criminología en toda la Provincia.


Otro de los elementos que ha contribuido al desarrollo y evolución del Instituto ha sido la selección de la ubicación de su sede. Desde un primer momento se tomó la acertada decisión de que su ubicación estuviese en el mismo edificio que la Facultad de Derecho. La experiencia en otras universidades españolas mostraba que el público mayoritario que accedía a estos estudios provenía de las facultades de Derecho, tanto por la estrecha relación que la Criminología tiene con el Derecho penal como por el hecho de que la mayor rentabilidad de los títulos que expedían esas Universidades la extraían los profesionales del ámbito del Derecho y de la justicia penal en particular. No obstante, en los últimos años se está observando un cambio de tendencia en las titulaciones de las que proceden los alumnos del centro constituyendo un número importante de ellos los que vienen de titulaciones de Ciencias de la Educación, Psicología y Trabajo Social. Probablemente ese cambio de tendencia se deba al aumento y diversificación de las salidas profesionales en las que esta titulación se convierte en un importante apoyo para acceder a las mismas, especialmente en aquellos puestos de trabajo relacionados con menores, ex-presos o familiares de éstos o toxicómanos, así como con las víctimas de delitos.


De hecho, la principal aportación a esta tendencia de intervención en el desarrollo de determinadas actividades profesionales por parte del Instituto de Criminología a nivel andaluz ha sido su decisiva participación en la formación y selección del personal que va a cubrir el Servicio de Asistencia a las Víctimas de delitos en Andalucía, creado por la Consejería de Justicia de la Junta de Andalucía y que se está gestionando en colaboración con las Universidades andaluzas en las que el Servicio viene realizando sus actividades. En concreto, el Convenio firmado con la Universidad de Cádiz, la formación por parte del Instituto y la selección del personal por una Comisión de contratación en la que estaban representados la Junta de Andalucía, la Universidad de Cádiz y el Instituto de Criminología, han sido los pasos para implantar en breve este importante servicio en el que los trabajadores del mismo son Licenciados en Derecho, Psicología y diplomados en Trabajo Social que han completado su formación con el Título de Experto en Criminología impartido por este Instituto.


Si bien son escasas las posibilidades de dar a estos estudios oportunidades para la aplicación de los conocimientos adquiridos, creemos que en un futuro cercano la expansión en el terreno laboral de los mismos será el adecuado a su relevancia científica y profesional.

2.- Evaluación de la docencia


Resulta difícil poder realizar una valoración fiable sobre los efectos de la docencia en los alumnos que han obtenido el Titulo de Experto en Criminología debido precisamente a la escasez de salidas profesionales que estos estudios tienen en la actualidad a falta de un reconocimiento oficial de los mismos por la Autoridades responsables de su reconocimiento


La puesta en práctica de los conocimientos adquiridos se puede presumir de un reducido número de profesionales de los cuerpos y fuerzas de seguridad que ya vienen ejerciendo con anterioridad a la incorporación al Instituto un trabajo profesional relacionado con el mundo del delito y que debemos presumir han aumentado sus conocimientos tras su paso por el Centro. Sin embargo, otro importante número de profesionales, los provenientes de los órganos de la Administración de Justicia, mayoritariamente funcionarios encargados de la tramitación de expedientes judiciales, tienen como principal objetivo la acumulación de méritos curriculares para la obtención de mejoras en sus carreras profesionales, sin que la formación que reciben esté relacionada en muchos casos de forma directa con el desempeño de su actividad profesional. Para el grupo más importante de alumnos, estudiantes de segundo ciclo universitario o personas que han obtenido de forma muy reciente su titulación universitaria oficial, la incidencia de la docencia es mayor, debido a que su motivación para iniciar estudios en Criminología está más relacionada con el futuro desempeño de una actividad profesional asociada a la realidad de la delincuencia, si bien las posibilidades de puesta en práctica de esos conocimientos adquiridos son escasas y dependen más de la voluntad del Experto en Criminología que de exigencias laborales de la actividad que desempeña.


El continuo aumento de alumnos en el Centro nos hace pensar, no obstante, que la asociación del Título con posibilidades reales de aplicación a una actividad profesional es más real de lo que en principio pueda parecer.


En este Instituto, desde la finalización de la primera promoción en el curso académico 1992-1993, han obtenido el Título de Experto en Criminología 115 alumnos. En el Curso 2000-2001 se encontraban matriculados un total de 300 alumnos. Además, realizan en Criminología créditos de Libre Elección 52 alumnos de la Universidad de Cádiz procedentes de otros centros universitarios.

La estructura del plan de Estudios que se implantó en 1990 sufrió una modificación en 1996 con el objetivo de racionalizar y clarificar los contenidos de unas disciplinas que hasta el momento no habían tenido la oportunidad de impartirlas en la Universidad de Cádiz. Asignaturas dispares como Sociología, Derecho penal, Estadística y  Medicina Legal podían presentar puntos comunes que hacían necesaria una mejor delimitación de esos contenidos. Si bien el esfuerzo intentado desde el Consejo del Instituto que reúne a todas las Secciones no ha sido todo lo fructífero que se hubiese deseado, de forma parcial se han logrado algunas aproximaciones de cara a mantener una cierta homogeneidad en la formación en todas las Secciones.

El Plan de Estudios difiere notablemente del que en este momento se viene discutiendo en el Consejo de Universidades, si bien son lógicas las diferencias atendiendo a que el Plan en discusión lo es para una Licenciatura de Segundo Ciclo con una carga lectiva mínima de 140 créditos. No obstante, de dicho plan se puede extraer un mayor peso específico de las asignaturas relacionadas con las Areas de conocimiento de Psicología y Sociología, que, con el Area de Derecho penal, representan la base de la titulación. Distribución bastante acorde con el perfil del alumnado que en la actualidad tiene el Instituto.

Además de la actividad académica del Título de Experto, el Centro ha organizado numerosas actividades extracurriculares en estos años que ha permitido al alumnado y a numerosos profesionales de la Provincia completar su formación en una gran variedad de temas de elevado interés y a crear foros científicos de debate en los que han participado muchos de los principales representantes nacionales e internacionales de las diferentes disciplinas abordadas.

Los mismos han aglutinado a un público ávido de especialización, necesitado de ahondar en muchos de los aspectos que la disciplina reglada universitaria no está en condiciones de abordar con garantías. Algunos de los cursos y seminarios más relevantes, planificados desde el análisis interdisciplinar que la Criminología requiere, han tratado las siguientes cuestiones:

“Aspectos psiquiátricos y jurídico penales de la enajenación”, marzo de 1995

“Intervención asistencial desde la Administración Pública y desde la iniciativa privada”, abril de 1996

“Técnicas estadísticas aplicadas a la investigación social”, abril de 1996

“Seminario de Criminalística”, diciembre de 1996.

“La prueba de testigos en el juicio penal: aspectos psicológicos y procesales”, diciembre de 1996

“Seminario de Derecho penitenciario”, mayo de 1997

“Víctima del delito, sociedad y Administración de Justicia”, febrero de 1998.

“Seminario internacional de Derecho penal económico”, noviembre de 1998.

“La grafocrítica. La pericia caligráfica”, mayo de 1999

“II Seminario internacional de Derecho penal económico”, noviembre de 2000.

“Menores infractores y menores víctimas”, abril 2001


Desde 1990 el profesorado de la Sección ha ido nutriéndose en su mayor parte de personal docente de la Universidad de Cádiz y de profesionales de reconocido prestigio y de solvencia científica suficiente para garantizar la calidad de la formación de los alumnos del Título de Experto en Criminología que concede la Universidad de Cádiz.


En la actualidad la plantilla del Instituto está constituida por:

-     4 Catedráticos de la Universidad de Cádiz

· 6 Profesores Titulares de la Universidad de Cádiz

· 7 Profesores Asociados de la Universidad de Cádiz

· 9 Profesionales de la actividad jurídica, psiquiátrica, psicológica, estadística y del tratamiento social.

Esto supone, frente a los 6 doctores que inicialmente integraban la plantilla, la presencia en la Sección de 16 doctores que participan en todo el programa académico garantizando la calidad de la formación que lleva a cabo el Instituto.

3.- Evaluación de la investigación


Si bien los objetivos fundacionales del Instituto estaban dirigidos de forma principal a constituirse en un centro estable de investigación, es precisamente en este aspecto donde se han producido las mayores carencias.


Dichas carencias han venido propiciadas por varios motivos, directos e indirectos, cuya superación ha comenzado apenas ahora a corregirse, si bien siguen siendo enormes para una institución que aspira a que este aspecto sea el más relevante de su actividad permanente. Como principales causas podrían señalarse las siguientes:

· La necesidad de que el Instituto se autofinancie ha exigido a los responsables de la gestión del centro un esfuerzo permanente en la búsqueda de recursos para mantener el Título de Experto de forma rentable, lo cual ha dejado escaso margen para dedicar esfuerzos suplementarios en esta línea.

· La falta de reconocimiento oficial del Título ha desalentado a nuevos investigadores a incorporarse al centro en la medida que la estructura investigadora universitaria se centra en las Áreas de Conocimiento y los recursos públicos se dirigen casi de forma íntegra a estas estructuras ya asentadas.

· Los responsables de las Áreas de Conocimiento con responsabilidad en el Instituto, de forma lógica, han centrado su esfuerzo investigador en sus propias Áreas, dadas las escasas posibilidades de abrir líneas de investigación adecuadamente financiadas en Criminología.

· La carencia de trayectoria investigadora supone una barrera adicional en la medida en que el acceso a las convocatorias públicas depende de la trayectoria  previa.

A pesar de estas dificultades se pueden relacionar algunos aspectos importantes en esta materia desde 1990:

· Concesión de una beca de Formación de Personal Investigador de la Junta de Andalucía.

· Delincuencia contra comercios, Proyecto de investigación en coordinación con las Secciones de Málaga y Sevilla del IAIC

· Celebración del Convenio de Colaboración entre el Excmo. Ayuntamiento de Los Barrios y el Instituto de Criminología en el que se dota de una cantidad anual para financiar proyectos de investigación sobre materias criminológicas.

· Puesta en marcha de un Proyecto de Investigación sobre drogas en el Campo de Gibraltar.

· Puesta en marcha de un Proyecto de Investigación sobre inmigración en Cádiz y Lisboa

· Puesta en marcha de un Proyecto de Investigación sobre Tratamiento psicológico de menores inmigrantes en la Provincia de Cádiz.

Dichos proyectos están en fase de elaboración y aún no han tenido reflejo escrito, si bien algunos de los seminarios organizados por el Instituto forman parte de esos proyectos en fase de ejecución.

En cualquier caso la mejora de esta parcela del Instituto pasa por una mayor atención oficial a esta rama del conocimiento y a una vocación real de dotar a estos centros de los medios necesarios para iniciar líneas de investigación permanentes.

4.- Evaluación de la gestión


La gestión de la Sección de Cádiz del Instituto Andaluz Interuniversitario de Criminología abarca tanto las funciones propias de una Secretaría con más de 300 alumnos, una Administración que gestiona varios millones de pesetas y las propias de Secretario de Dirección todo ello pasando por tener un único auxiliar administrativo con la categoría de Gestor.


Como Secretaría de centro, la informatización de todos los datos de alumnos a través de la aplicación Agora ayuda a los procesos propios de toda secretaría como matrícula, actas, certificados, pero a pesar de ello la particularidad de esta titulación abarca otros datos que son necesarios poseer por otros medios que son mayoritariamente creados a partir de aplicaciones como Microsoft Access. A todo esto habría que añadir la distancia geográfica, puesto que gran parte del alumnado de este Centro asiste a clase en el Aula que el Instituto mantiene en la ciudad de Los Barrios. El aumento en los últimos años del número de alumnos hace que la atención a los mismos en algunos momentos no sea lo eficiente que debería, pero la falta de recursos humanos por parte de este centro hace que la misma funcione lo mejor posible.


Al alumnado de este centro hay que añadir una considerable cantidad de alumnos que, de otras titulaciones, eligen asignaturas de Criminología como de Libre Configuración. Las matrículas de estos alumnos, al contrario que en otros centros de la Universidad, se realizan en este Instituto, con la considerable carga de trabajo.


La Administración del presupuesto del Instituto presenta grandes problemas de gestión ya que la deficiencia de personal que este centro posee hace que las tareas se ralenticen ya que en el horario de mañana mayoritariamente se dedique el tiempo a la atención de alumnos, profesores y labores propias de secretaria que a la gestión del presupuesto. Como tareas propias de una administración tenemos la de gestión presupuestaria, pago y justificación de facturas, todas ellas iguales a las de cualquier otra administración de la Universidad de Cádiz, y con un presupuesto que este año 2001 puede superar los 13.000.000 de ptas., gestión que se realiza a través de la aplicación informática Sorolla  La existencia en este centro de una Caja Habilitada da al mismo de una mayor elasticidad a la hora de realizar los pagos si no fuera porque la funciones propias de  Cajero Habilitado recaen también en la misma persona. El pago a los profesores de este centro es una tarea que abarca desde el control de las horas de clase los mismos hasta la elaboración de los justificantes de gastos a través también de la aplicación Microsoft Access. 


El presupuesto de este centro se nutre fundamentalmente por las matrícula de los alumnos del centro y la matrícula de los seminarios que a lo largo del año se van haciendo. El control de estos pagos a través de redes de matrícula, enviadas a la Sección de Contabilidad de la Universidad para su posterior incorporación al presupuesto, es una tarea que también se desempeña en este centro. 


En cuanto a la Secretaria de Dirección, la principal tarea es la de atender a los usuarios que desean hablar con el equipo directivo del centro y realizar las llamadas telefónicas que éstos le encomiendan. Asimismo es de destacar la planificación y puesta en marcha de los seminarios que por parte del centro se realizan con la elaboración de carteles anunciadores y trípticos a través de aplicaciones informáticas como Microsoft Publisher y Power Point, matrículas de alumnos, reserva de hoteles y viajes para ponentes y pago para éstos, y otras muchas que van surgiendo sobre la marcha del seminario. 


Los problemas que la gestión de este centro tiene principalmente es la falta de recursos humanos, pues todas las tareas que en otros centros con un número igual de alumnos y presupuesto se realizan con más de un auxiliar administrativo, en este Instituto se hacen con un solo auxiliar. A todo esto hay que añadir los problemas no previstos de sustitución por vacaciones, asuntos propios, enfermedad, que dejan al centro sin personal con la lógica acumulación de trabajo que por ello se produce.


Como aspecto positivo, el Instituto dispone de una partida presupuestaria en la Biblioteca del Campus de Jerez, lo que permite realizar una planificación de pedidos específicos para una titulación que en este momento tiene 300 alumnos potenciales usuarios de la misma. Sin embargo, la dotación presupuestaria se ha fijado en la misma cantidad que el Área con menor dotación presupuestaria. Ello supone una cantidad insuficiente para abordar todas las necesidades bibliográficas a efectos de consulta para los alumnos y estudio de los investigadores del centro, por lo que habría que someter a una nueva evaluación a dicha dotación para ajustarla a las necesidades reales.

